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			El derecho humano a despedirse ante la pandemia de COVID-19. La necesidad de su reconocimiento en la Constitución Política de la Ciudad de México (cpcdmx)

			Verónica Cervera Torres

			Resumen

			La pandemia de COVID-19 ha impactado de forma global y nos enfrenta a reflexionar sobre nuevas formas de vivir para las ciudades, incluida la importancia del reconocimiento del derecho humano a despedirse en la Constitución Política de la Ciudad de México, a fin de continuar como el documento constitucional más vanguardista incluso que su homóloga federal —Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos—, y que ha posicionado al constitucionalismo local como fuente relevante para el avance en materia de derechos humanos. El presente ensayo explorará, en la primera parte, la posibilidad de reconocer nuevos derechos humanos en las constituciones locales, dentro de un modelo federal; en la segunda parte, se analizará, utilizando la metodología comparada, si tal derecho encuentra referente internacional, federal o local; y en la tercera parte, se expondrá la importancia que reviste el reconocimiento de este derecho, a efecto de garantizarlo bajo las condiciones adecuadas, aun en medio de una contingencia sanitaria, como parte del respeto a las creencias, costumbres y proceso de duelo de las personas ante el dolor que provoca la muerte de un ser querido.

			Introducción

			La originalidad del presente ensayo radica en la fundamentación del reconocimiento del derecho humano a despedirse a partir de las trágicas muertes ocasionadas por la pandemia del COVID-19 y la viabilidad de su reconocimiento en la Constitución Política de la Ciudad de México, a fin de posicionarla como la más vanguardista en México. Para realizar el contraste, se utilizará el método comparado a efecto de verificar que tal derecho no se encuentra actualmente reconocido, ni en la constitución capitalina ni en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

			El presente ensayo explorará, en la primera parte, la posibilidad de reconocer nuevos derechos humanos en las constituciones locales, dentro de un modelo federal,; en la segunda parte, se analizará, utilizando la metodología comparada, si tal derecho encuentra referente internacional, federal o local; y en la tercera parte, se expondrá la importancia que reviste el reconocimiento de este derecho, a efecto de garantizarlo bajo las condiciones adecuadas, aun en medio de una contingencia sanitaria, como parte del respeto a las creencias, costumbres y proceso de duelo de las personas ante el dolor que provoca la muerte de un ser querido.

			I. Federalismo, constitucionalismo local y derechos humanos

			Si bien no existe un concepto homogéneo sobre federalismo,1 diversos autores han propuesto construcciones teóricas como doctrina, corriente política, forma de Estado, forma de gobierno, forma de organización, técnica constitucional o modelo jurídico-político; aunque Mouskheli sintetiza dos aspectos fundamentales: la participación de los Estados miembros en la formación de la voluntad federal, en primer término, y la autonomía constitucional, de forma subsidiaria, como segundo elemento; siendo ambos aspectos los que constituyen el rasgo esencial de la descentralización propia del Estado federal.2

			La participación en un modelo federal se realiza de manera indirecta mediante la existencia de una Cámara a la cual los Estados miembros envían sus representantes o bien, por la parte que toman en la revisión de la Constitución federal;3 mientras que la autonomía constitucional consiste en el derecho que tiene una comunidad jurídica a darse libremente una Constitución y su respectivo derecho de modificarla; respetando, claro está, las disposiciones y restricciones de la Constitución federal.4

			Lo cierto es que tanto la participación como la autonomía de las entidades federativas se encuentran debilitadas en nuestro país, dada la exigua participación de las entidades federadas a lo largo de la historia en las decisiones políticas fundamentales5 y la poca originalidad estatal de las constituciones locales,6 por lo que nos acercamos a un federalismo unitario o Estado federal centralizado.7

			El diseño normativo del federalismo en México se contiene en los artículos 40,8 41,9 73,10 103,11 105,12 115,13 116,14 121,15 124,16 13317 y 13518 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. No obstante que en el artículo 40 de nuestra Carta Magna federal se utiliza el término de soberanos al referirse a las entidades federativas, muchos autores atribuyen tal acepción a la inercia legislativa o retórica, siendo el correcto el de autonomía.19

			La autonomía constitucional es entendida por Covián como la facultad de iniciativa y de aprobación de las modificaciones a la Constitución Federal;20 sin embargo, puede atender a otros aspectos, tales como la capacidad de un ente público de darse su propia norma constitutiva21 o como el derecho que tiene una comunidad jurídica a darse libremente una Constitución y su derecho a modificarla, respetando las disposiciones y restricciones de la Constitución federal.22

			La posibilidad de que las entidades federativas puedan darse su propia Constitución local y si esta reviste la naturaleza de una Constitución constituyen otro punto a discusión. La primera postura expone que la Constitución Política de una entidad federativa no es, en sentido estricto, una Constitución, sino una ley reglamentaria de algunos apartados de la Constitución General de la República, que guarda una posición de jerarquía respecto de aquellas leyes ordinarias que, a su vez, desenvuelven preceptos en ella contenidos, principalmente en relación con la organización de los poderes estatales.23

			Por tanto, las constituciones de las entidades federativas son, frente a la supremacía de la Constitución General, legislación secundaria y tienen la potencialidad de ser declaradas inconstitucionales y, por lo tanto, expulsadas del orden jurídico; aunque por disposición de la propia Constitución, y en referencia a la autonomía de los estados, son la norma de mayor jerarquía dentro de su ámbito espacial y competencial de validez.24

			La segunda postura considera que las cartas magnas locales son auténticas constituciones cuyo valor se otorga y le reconoce la Constitución federal y que, a su vez, deben subordinarse a esta y respetar los principios de distribución del poder público.25 La constitución estatal es la norma suprema del ordenamiento jurídico de un estado, aprobada por el pueblo al ser una norma jurídica que tiene su origen directo en el pueblo sin intermediarios y constituyendo la norma que tiene como encomienda someter al estado o gobierno a la ley del pueblo o Constitución, es decir, obligar al estado a que su actuación sea conforme a la Constitución.26

			Dentro la historia del constitucionalismo, fueron las constituciones de los estados las que primero se concibieron como normas supremas a partir de 1776 y posteriormente la Constitución Federal de Estados Unidos respetó el concepto de las constituciones de los estados como normas supremas, creando un orden constitucional de la República federal compuesto por una Constitución federal y las constituciones de todos los estados; tal concepción fue aplicable en el caso mexicano.27

			No obstante el activismo de los estados en nuestro vecino del norte, resulta sorprendente el escaso estudio y desdén de las constituciones estatales;28 esta situación se corrigió a partir del surgimiento del nuevo federalismo judicial en la década de los setenta, promovido por el ministro Brennan como un exhorto a los estados para interpretar de forma más generosa su propio catálogo estatal de derechos a fin de superar el déficit de protección federal.29

			En nuestro país, también se generó un movimiento de este tipo hasta el año 2000, con la positivización de derechos no contemplados a nivel federal y el desarrollo de garantías jurisdiccionales en algunas entidades, que plantearon la necesidad de articulación entre justicia federal y local con la finalidad de lograr una expansión de derechos.30

			En lo particular, coincido con la última postura y, como señala Barceló, debemos abandonar la vieja doctrina constitucional del sistema autoritario mexicano que considera la Constitución estatal como una mera norma programática sin valor jurídico,31 piezas decorativas32 o de bajo impacto;33 para situarlas como leyes supremas locales que gocen de características de su versión federal: supremacía, fuerza normativa, rigidez, contenidos materiales y garantías. Lo anterior, con la posibilidad de que puedan potenciar derechos y superar el piso establecido en la Constitución federal.34

			Paulatinamente ha surgido el estudio del constitucionalismo local como fuente de una nueva teoría constitucional.35 El constitucionalismo local se sitúa actualmente como una rama del Derecho que se ocupa del análisis en el sistema federal del régimen jurídico aplicable a las entidades federativas derivado de las constituciones federal y locales.36 

			Respecto a los límites del constitucionalismo local, reviste unanimidad considerar que no pueden rebasar,37 trastocar,38 y deben subordinarse39 y respetar40 la Constitución federal. No obstante la anterior regla general, no entraña una limitante para que la materia de derechos humanos pueda ser objeto de ejercicio directo o inmediato por parte de los estados sin oponerse a la aplicación de la legislación federal;41 aumentar los derechos y libertades de quienes habitan o están en sus territorios;42 plasmar derechos nuevos;43 permitir interpretaciones diferentes y más generosas de un mismo derecho o bien reconocer más derechos;44 extender nuevos derechos y libertades fundamentales en el ámbito estatal;45 introducir figuras jurídicas nuevas o bien acuñar derechos nuevos46 y, con ello, ampliar el parámetro de regularidad constitucional.47

			Ahora bien, si se recurre a la historia, se puede argumentar que de origen no existió una relación o conexión clara o explícita entre federalismo y derechos humanos, tan es así que la Constitución Federal de Estados Unidos no contenía de forma inicial un catálogo de derechos, que se registraron más bien en las constituciones estatales, y en un momento posterior se incorporaron debido a la presión que ejercieron las entidades federativas. Como relata Armenta, un buen número de estados desconfiaban de la Constitución porque no contenía el Bill of Rights cuando ellos, tiempo atrás, lo habían incorporado a sus constituciones, lo que se traducía en un obstáculo para que acataran las disposiciones de la Constitución federal.48

			Para Mahendra P. Singh, la relación entre ambos conceptos no resulta tan clara y advierte el punto de interconexión a la democracia como condición esencial del federalismo y que dicho modelo permite el empoderamiento, así como la salvaguarda de la libertad y derechos de las personas, en particular el derecho a ser diferente.49 Por su parte, Paul Chen critica la relación escéptica e incluso hasta antagónica entre el federalismo y los derechos humanos vistos como enemigos, y coincide en la relación tripartita entre federalismo, democracia y derechos humanos.50

			De manera reciente la Organización de las Naciones Unidas ha destacado el importante rol que los gobiernos locales desempeñan en la promoción y la protección de los derechos humanos (en particular de los grupos en situación de vulnerabilidad), exhortando la adopción de cartas locales de derechos humanos.51

			En esta última recomendación, coincide Enríquez Soto, al señalar que el establecimiento de derechos en las constituciones locales es un tema pendiente del derecho estatal frente a la esperanza de importantes sectores de la población que reclaman el reconocimiento de derechos que aún no han sido recogidos por la Constitución General, sumado a la sensibilidad que pudieran tener los constituyentes locales para plasmar derechos nuevos.52

			No obstante lo anterior, en opinión de Astudillo, la dualidad constitucional que permite un doble orden de constituciones con multiplicidad de catálogos reflejados en proclamaciones más o menos extensas de derechos, aún no ha encontrado un adecuado ejercicio de racionalización que rescate su valor al interior de un modelo federal y democrático, en el que se determinen los alcances de su coexistencia, los mecanismos bajo los que se relacionan y la manera de tutelarlos armónicamente.53

			Dentro del contexto de la reforma constitucional de derechos humanos en México del 10 de junio de 2011, se obliga a realizar una lectura del federalismo bajo un enfoque ineludible de derechos humanos o un federalismo basado en derechos o federalismo de los derechos humanos, que lo potencie como un instrumento de garantía de los derechos de las personas y se traduzca en la capacidad de elevar, en determinadas circunstancias, derechos humanos locales al parámetro de regularidad constitucional.54

			El federalismo se presenta como una oportunidad para que las entidades federativas puedan reconocer o ampliar derechos humanos que no están contemplados en la carta constitucional federal al no existir obstáculo alguno.55 Incluso a la luz de la interpretación del principio pro persona incluido en el artículo primero56 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se permite la ampliación del ámbito protector de los derechos y la incorporación de nuevos derechos, por lo que las constituciones locales se consideran un vehículo idóneo de incorporación de nuevos derechos o de reflejo, a nivel local, de los previstos en tratados internacionales.57 Carmona plantea la posibilidad de que las constituciones locales puedan reconocer derechos humanos derivados de instrumentos internacionales pendientes de ratificación.58

			Ahora bien, en relación con el límite para el reconocimiento o ampliación de nuevos derechos humanos por parte de las constituciones locales, se deben recordar los límites al constitucionalismo local revisados, esto es, no debe rebasarse el texto59 o los mínimos establecidos en la constitucional federal60 ni tampoco restringir las garantías previstas en ella.61

			En consecuencia, los estados pueden intervenir en sus constituciones locales la parte dogmática para dar mayor cobertura constitucional,62 así como también la parte pragmática-orgánica, ampliándola o restringiéndola siempre que no contradigan la federal.63 Las entidades federativas, lo reconozcan o no expresamente, están vinculadas por los derechos reconocidos en la Constitución federal y también aquellos derivados de fuentes internacionales;64 sin embargo, no dejan de constituir estándares normativos mínimos.65

			En otras palabras, los derechos humanos contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos constituyen el piso mínimo de derechos humanos que resulta susceptible de ampliación o expansión por parte de las entidades federativas; instaurándose como única regla del juego el respeto a su existencia y cumplimiento.66

			La Suprema Corte de Justicia de la Nación, dentro del pronunciamiento derivado de la acción de inconstitucionalidad 15/2017,67 determinó que la ampliación de derechos a nivel local no altera la regularidad constitucional; sin embargo, el único límite radica en no alterar desde las legislaciones locales las facultades de la Federación ni contravenir los derechos humanos previstos en la Carta Magna y en los tratados internacionales.

			Asimismo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación se pronunció, en la citada acción, en el sentido de que el federalismo abría la puerta a una sana y necesaria competencia entre entidades federativas. De tal suerte que, quienes implementen mejores políticas públicas, quienes combatan más eficazmente la inseguridad y la corrupción, quienes tengan mejores sistemas educativos y de salud y quienes amplíen y mejoren los derechos humanos, podrán mantener a su población y atraer nuevos habitantes. A la inversa, los fracasos y dificultades en esos y otros rubros, difícilmente harán prosperar a la entidad y propiciará que en muchos casos su población busque nuevas oportunidades en otras localidades. Por tales motivos, el régimen jurídico y la interpretación que se lleve a cabo del mismo deben generar las condiciones suficientes que favorezcan la materialización del desarrollo de las entidades federativas y, con ello, un incremento en la calidad de vida de los habitantes del país.

			En ese sentido, si las constituciones locales prevén derechos humanos que no se contemplen todavía en la Constitución federal, pueden convertirse nuevamente en la pauta a seguir por esta última,68 lo cual reforzaría su observancia obligatoria a nivel nacional.69 O bien, tales derechos pueden importarse a otras jurisdicciones locales, bien sea por la figura del préstamo interestatal —consistente en que los constituyentes estatales pueden adoptar disposiciones similares de otros estados—, o bien que los jueces estatales se adhieran a decisiones constitucionales o doctrinas desarrolladas por tribunales de otros estados.70

			Como cierre de este apartado podemos corroborar la estrecha conexión que existe entre federalismo y derechos humanos, y destacar las bondades del modelo federal al permitir la ampliación o inclusión de derechos humanos mediante el constitucionalismo local. En ese sentido, coincidimos con Dulitzky, que refiere que el federalismo no es un problema, sino una posibilidad. Al crear un doble sistema de garantías constitucionales, los derechos teóricamente tienen mejores posibilidades de ser protegidos. El derecho internacional de los derechos humanos provee un tercer sistema de protección. Por tanto, se trata de buscar la manera de integrar los tres sistemas plenamente.71

			II. ¿Derecho humano a despedirse?

			Una vez que revisamos el marco teórico acerca de la relación entre federalismo, constitucionalismo local y derechos humanos, toca corroborar si el derecho humano a despedirse se encuentra reconocido, o no, en la Constitución Política de la Ciudad de México y en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

			En primer término, es imprescindible precisar que se entiende por derecho humano a despedirse o derecho a decir adiós como la facultad o posibilidad de que las personas puedan despedirse (de conformidad con sus costumbres, ritos, creencias, tradiciones, cultura, valores o religión) de sus seres queridos (incluyendo familiares, pareja, amistades, conocidos), que se encuentran en una situación crítica de salud o una vez acontecido su fallecimiento.

			Como sabemos, la pandemia del COVID-19, además de conllevar lamentables fallecimientos de miles de personas alrededor del mundo, trastocó la posibilidad de despedirse por parte de los seres queridos al imponerse restricciones estatales (con la finalidad de evitar contagios) para impedir tales prácticas.

			Si bien es cierto que los derechos humanos como principios no son absolutos y son susceptibles de ponderarse, las restricciones que se impongan a los derechos deben ser justificadas, necesarias, idóneas y proporcionales. Por lo que no se anulan los derechos, sino que deben preservarse en un carácter mínimo aun y cuándo puedan prevalecer otros derechos humanos.72

			Ante ello, me surgió el cuestionamiento sobre la necesidad de reconocer este derecho humano a efecto de que pueda garantizarse y no anularse por completo, y buscar mecanismos de exigibilidad y justiciabilidad adecuados para garantizarlos aun en una situación tan grave como una contingencia sanitaria.

			En segundo término, debo aclarar que el derecho humano a despedirse no se identifica con el derecho humano a una muerte digna; este último se encuentra reconocido en la Constitución Política de la Ciudad de México73 y se relaciona con un ejercicio de autodeterminación personal sobre la propia muerte.

			En tercer término, debo precisar que la investigación gira en torno a derechos humanos y no derechos fundamentales.74 Los derechos humanos abarcan varias dimensiones (jurídica, política, histórica, filosófica, axiológica, sociológica, internacional), por lo que me decanto por un concepto multidimensional de los mismos, a saber:

			exigencias éticas de importancia fundamental que poseen todos los seres humanos, sin excepción, por razón de su sola pertenencia al género humano. Exigencias sustentadas en valores cuyos principios se han traducido históricamente en normas de derecho internacional y nacional. Valores-principios considerados como parámetros de justicia y legitimidad política.75

			Ahora bien, el presente trabajo no puede agotar cada una de estas dimensiones y enfocarse solamente en la dimensión jurídica constitucional reflejada en la Constitución Política de la Ciudad de México y la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debido a mi formación como abogada.

			Bajo ese entendido, para descartar que el derecho humano a despedirse aún no se encuentra reconocido en la Constitución Política de la Ciudad de México ni en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a continuación desgloso en la siguiente tabla los derechos humanos reconocidos en ambos documentos constitucionales:

			Tabla 1. Comparativo entre catálogo de derechos humanos de la Constitución Política 
de la Ciudad de México y Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

			
				
					
					
					
					
				
				
					
							
							No.

						
							
							Derecho Humano

						
							
							Constitución Política de la Ciudad de México

						
							
							Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

						
					

					
							
							1

						
							
							Libertad76

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							2

						
							
							Igualdad y no discriminación77

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							3

						
							
							Derecho a la reparación78

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							4

						
							
							Derecho a la autodeterminación/libre desarrollo de la personalidad79 

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							5

						
							
							Derecho a la integridad80

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							6

						
							
							Derecho a la identidad, personalidad y seguridad jurídicas81

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							7

						
							
							Derechos sexuales/educación sexual82

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							8

						
							
							Derechos reproductivos/protección familiar83

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							9

						
							
							Derecho a defender los derechos humanos84

						
							
							X

						
							
					

					
							
							10

						
							
							Derecho de acceso a la justicia85

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							11

						
							
							Libertad de creencias y religión86

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							12

						
							
							Libertad de reunión y asociación87

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							13

						
							
							Libertad de expresión88

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							14

						
							
							Derecho a la petición/acceso a la información89

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							15

						
							
							Derecho a la privacidad/protección de datos personales90

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							16

						
							
							Derecho a la seguridad91

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							17

						
							
							Derecho a la movilidad/libertad de circulación92

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							18

						
							
							Derecho de asilo/desplazamiento93

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							19

						
							
							Propiedad privada94

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							20

						
							
							Vida95

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							21

						
							
							Derechos políticos96

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							22

						
							
							Derecho a un gobierno democrático97

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							23

						
							
							Derecho a vida digna/
mínimo vital/nivel 
adecuado98

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							24

						
							
							Derecho al desarrollo sustentable99

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							25

						
							
							Derechos laborales100

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							26

						
							
							Derecho a la buena 
administración pública101

						
							
							X

						
							
					

					
							
							27

						
							
							Derecho al cuidado/
bienestar102

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							28

						
							
							Derecho a la 
alimentación103

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							29

						
							
							Derecho a la salud104

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							30

						
							
							Derecho a la vivienda105

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							31

						
							
							Derecho a la ciudad106

						
							
							X

						
							
					

					
							
							32

						
							
							Derecho al espacio 
público107

						
							
							X

						
							
					

					
							
							33

						
							
							Derecho a la vía pública108

						
							
							X

						
							
					

					
							
							34

						
							
							Derecho al tiempo libre109

						
							
							X

						
							
					

					
							
							35

						
							
							Derecho a la educación110

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							36

						
							
							Derechos culturales111

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							37

						
							
							Derecho a la ciencia y a la innovación tecnológica112

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							38

						
							
							Derecho al deporte113

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							39

						
							
							Derecho al agua114

						
							
							X

						
							
							X

						
					

					
							
							40

						
							
							Derecho al medio 
ambiente sano115

						
							
							X
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			Fuente: elaboración propia a partir del catálogo de derechos humanos contenido en la Constitución Política de la Ciudad de México y en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

			De lo anterior, se pueden apreciar nuevos derechos humanos introducidos por la Constitución Política de la Ciudad de México en contraste con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; a saber, derecho a defender derechos humanos, derecho al tiempo libre, derecho a la ciudad, espacio y vía pública, así como el derecho a una buena administración pública.

			No obstante lo anterior, debe advertirse —conforme al bloque de constitucionalidad mencionado en el artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos— que también se integran los instrumentos en materia de derechos humanos vinculantes para el Estado mexicano, que dan por resultado que el derecho humano a defender derechos humanos116 y a disfrutar del tiempo libre117 encuentran sustento en el plano internacional.

			En consecuencia, solo los últimos cuatro derechos no encuentran referencia en algún criterio internacional vinculante para México y constituyen nuevos derechos humanos formulados por una constitución local. En ese aspecto, como lo refiere Cárdenas Gracia, la Constitución de la Ciudad de México plantea novedades jurídicas que otras constituciones locales y la Constitución federal no presentan; entre ellas, el reconocimiento de nuevos derechos humanos.118

			En palabras de Astudillo, la Constitución de la Ciudad de México representa uno de los acontecimientos jurídicos más trascendentes de este siglo, cuya promulgación, contemporáneamente a la conmemoración del centenario de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ha desencadenado una nueva deliberación académica que todavía aguarda un análisis detenido y puntual en torno a la relación entre el orden constitucional nacional y los órdenes locales.119

			Sin embargo, pese al gran avance en derechos humanos, en ningún documento constitucional analizado se reconoce expresamente el derecho humano a despedirse. Ante tal evidencia, ¿podemos argumentar la existencia del derecho humano a despedirse? De la revisión de instrumentos internacionales vinculantes para el Estado mexicano en materia de derechos humanos provenientes del sistema universal y regional, no se advierte de forma textual el derecho humano a despedirse.

			No obstante, si tomamos como referente la jurisprudencia de la Corte Interamericana de los Derechos Humanos, la cual ha sido reconocida como obligatoria por la Suprema Corte de Justicia de la Nación para los jueces nacionales, incluso en aquellos casos en los que el Estado mexicano no sea parte,120 podemos dar cuenta —dentro de sus sentencias— que, derivado de casos de desapariciones o masacres,121 se ha percatado del daño que provoca tales situaciones a los seres queridos.

			Particularmente en el caso de la comunidad moiwana vs. Surinam122 de 2005, la Corte Interamericana de Derechos Humanos desarrolló con mayor profundidad la importancia sociocultural que reviste honrar apropiadamente a los seres queridos fallecidos, como se muestra en los siguientes párrafos:

			b) Imposibilidad de los miembros de la comunidad de honrar apropiadamente a sus seres queridos fallecidos. 

			98. Como quedó establecido en los hechos probados (supra párrafos 86.7 a 86.9), el pueblo n’djuka tiene rituales específicos y complejos que se deben seguir después de la muerte de un miembro de la comunidad. Asimismo, es extremadamente importante tener la posesión de los restos mortales del fallecido, ya que el cadáver debe ser tratado en una forma particular durante las ceremonias mortuorias n’djuka y ser colocado en el lugar adecuado de entierro del grupo familiar. Solo quienes han sido considerados indignos no reciben un entierro honorable.

			99. Si no se realizan los diferentes rituales mortuorios de conformidad con la tradición n’djuka, esto se considera una transgresión moral profunda, lo cual no solo provoca el enojo del espíritu de la persona que murió, sino también puede ofender a otros ancestros (supra párrafo 86.9). Esto tiene como consecuencia una serie de “enfermedades de origen espiritual” que se manifiestan como enfermedades físicas reales y pueden afectar a toda la descendencia (supra párrafo 86.9). Los n’djuka consideran que tales enfermedades no se curan espontáneamente, sino deben resolverse a través de medios culturales y ceremoniales; si esto no es así, las condiciones persistirían a través de generaciones (supra párrafo 86.9). En este sentido, la señora Difienjo manifestó que, de no realizarse las ceremonias mortuorias: esto representará una carga para todos los niños, también nos perseguirá a nosotros […]  Es como si no existiéramos en la tierra. Quiero decir, esa sería la carga […] Si no se hace apropiadamente con aquellos a quienes mataron, entonces muchas cosas nos pueden pasar […]. De manera que si no se llevan a cabo los ritos apropiados de quienes murieron, entonces estamos en medio de la nada.

			100. Por esta razón, una de las principales fuentes de sufrimiento para los miembros de la comunidad es que ignoran lo que aconteció con los restos de su seres queridos y, como resultado, no pueden honrarlos y enterrarlos según los principios fundamentales de la cultura n’djuka. Además, la Corte observa que los miembros de la comunidad se han visto afectados emocionalmente por la información de que algunos cadáveres fueron incinerados en una funeraria de Moengo. Tal como lo declaró el señor Willemdam, “esa es una de las peores cosas que nos podría ocurrir, quemar el cuerpo de alguien que murió” […]

			103. Con fundamento en el anterior análisis, la Corte concluye que los miembros de la comunidad moiwana han sufrido emocional, psicológica, espiritual y económicamente, en forma tal que constituye un violación por parte del Estado del artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de dicho tratado, en perjuicio de aquellos.

			195. La valoración por parte de la Corte del daño inmaterial en el presente caso toma en cuenta, especialmente, los siguientes aspectos del sufrimiento de los miembros de la comunidad: […]

			b) las víctimas no saben qué sucedió con los restos mortales de sus seres queridos y, como resultado, no pueden honrarlos ni darles sepultura, según los principios fundamentales de la cultura n’djuka, lo cual les causa profunda angustia y desesperación (supra párrafo 86.42). Dado que no se han realizado los diferentes rituales mortuorios de acuerdo con la tradición n’djuka, los miembros de la comunidad tienen miedo de contraer “enfermedades de origen espiritual”, que en su concepto pueden afectar al linaje natural completo y que, de no lograr la reconciliación, persistirán por generaciones (supra párrafo 86.9).

			En consecuencia, considero que implícitamente la Corte Interamericana de Derechos Humanos contempla este derecho humano y, por tanto, no constituye un impedimento para su reconocimiento el hecho de que no encuentre referente textual en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que, como he apuntado en el primer apartado, resulta válido que las entidades federativas reconozcan derechos nuevos en sus respectivas constituciones locales y, en consecuencia, es susceptible de hacerlo de forma expresa en la Constitución Política de la Ciudad de México.

			Del pronunciamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, destaco que la consecuencia de no llevar a cabo estas prácticas para honrar a los seres queridos fallecidos se traduce en una transgresión moral profunda y representa un daño moral inmaterial, lo cual implica una violación grave de derechos humanos.

			En otras sentencias la Corte Interamericana de Derechos Humanos incluso considera que el sufrimiento de los familiares configura un trato, o pena cruel, inhumano o degradante. Por ejemplo, en la sentencia “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala123 de 1999, refiere lo siguiente:

			174. La Corte debe destacar entre las conductas de los agentes estatales que intervinieron en los hechos del caso y que produjeron un impacto sobre sus familiares, la correspondiente al tratamiento que se dio a los cuerpos de los jóvenes cuyos cadáveres aparecieron en los Bosques de San Nicolás, Henry Giovanni Contreras, Federico Clemente Figueroa Túnchez, Julio Roberto Caal Sandoval y Jovito Josué Juárez Cifuentes. Estas personas no solo fueron víctimas de la violencia extrema correspondiente a su eliminación física, sino que, además, sus cuerpos fueron abandonados en un paraje deshabitado, quedaron expuestos a las inclemencias del tiempo y a la acción de los animales y hubieran podido permanecer así durante varios días, si no hubieran sido encontrados fortuitamente. En el presente caso, es evidente que el tratamiento que se dio a los restos de las víctimas, que eran sagrados para sus deudos y, en particular, para sus madres, constituyó para estas un trato cruel e inhumano.

			De igual forma, en la sentencia Bámaca Velázquez vs. Guatemala124 de 2000, la Corte Interamericana de Derechos Humanos retomó el anterior precedente:

			161. Esta Corte incluso llegó a afirmar, en el reciente caso de los “Niños de la Calle”, que las madres de las víctimas sufrieron por la negligencia de las autoridades para establecer la identidad de aquellas; porque dichos agentes estatales “no hicieron esfuerzos adecuados para localizar a los parientes inmediatos” de las víctimas y notificarles sus muertes, postergando la oportunidad de darles “sepultura acorde con sus tradiciones”; porque las autoridades públicas se abstuvieron de investigar los delitos correspondientes y de sancionar a los responsables de estos. El sufrimiento de los familiares de las víctimas responde además, en este caso, al tratamiento que se les dio a los cadáveres ya que estos aparecieron después de varios días, abandonados en un paraje deshabitado con muestras de violencia extrema, expuestos a las inclemencias del tiempo y a la acción de los animales. Este tratamiento a los restos de las víctimas, “que eran sagrados para sus deudos y, en particular, para [sus madres], constituyó para estas un trato cruel e inhumano”.

			Si bien el derecho humano a despedirse puede estar relacionado con otros derechos previamente reconocidos, tales como derechos culturales, libertad de culto y expresión (debido al simbolismo que implican los diversos ritos funerarios) considero importante que se reconozca de forma expresa y autónoma a nivel constitucional, en aras de establecer un mandato claro y se provean instrumentos de cuidado o protección específicos para este derecho. En la discusión en torno a su reconocimiento y contenido, se requiere necesariamente un enfoque amplio e interdisciplinar, además de la ciencia jurídica, con aproximaciones históricas, sociológicas, antropológicas, psicológicas, tanatológicas, entre otras.

			No obstante lo anterior, con los elementos aportados en el presente capítulo, considero que es deber del Estado mexicano, incluida la Ciudad de México, reconocer y respetar el derecho humano a despedirse de todas las personas sin discriminación alguna y, si por alguna circunstancia debe imponerse una restricción a su ejercicio (atendiendo a una contingencia sanitaria por ejemplo), la misma tiene que ser justificada, necesaria, idónea y proporcional, sin que ello signifique que se anule por completo el derecho, ya que deben buscarse alternativas para llevarla a cabo como se revisará en el siguiente apartado. De lo contrario, tal situación, además de ocasionar una transgresión moral profunda, puede llegar a configurar un trato cruel, inhumano o degradante.

			III. La viabilidad del reconocimiento del derecho humano a despedirse derivado de la pandemia del COVID-19

			Los derechos humanos no son estáticos. Cada día, se amplía el catálogo de los derechos humanos a través de nuevos instrumentos internacionales, como lo son los tratados, y la interpretación de los ya existentes adquiere nuevos matices. En ese sentido, han venido irrumpiendo en la última década en este escenario los derechos humanos emergentes, que se consideran nuevos derechos y aún pugnan por un lugar en la normatividad internacional y de los Estados.125 Ante tal panorama, podemos cuestionarnos: ¿cuál es la importancia del reconocimiento de un derecho humano por el orden jurídico?

			Al respecto, Cruz señala que muchas personas suelen subestimar o, al contrario, sobreestimar el simple reconocimiento de un derecho. Algunos consideran que esto no sirve de nada y otros creen ingenuamente que con eso se consigue garantizar un derecho y que ya no hay nada más que hacer, al menos desde el punto de vista legal. Lo cierto es que el mero reconocimiento legal añade algo importante, no solo conceptualmente —en el sentido en que ahora tal derecho es un derecho positivo—, sino en varios aspectos prácticos. Por ejemplo, tales derechos deben ser considerados en los razonamientos jurídicos no solo como razones que dependen del contenido, sino como razones independientes de contenido, es decir, como razones derivadas de una autoridad normativa; de modo que se puede apelar a ellos por ese mero hecho. Esto implica al menos que quien invoca un derecho en este sentido no tiene que justificar su existencia, si es requerido para ello, más que en un argumento de autoridad: la autoridad del Derecho. Desde el punto de vista del razonamiento práctico, un derecho puede tomarse como una premisa que ya no requiere justificación si está respaldada por una norma válida.126

			Por tanto, un primer paso para poder exigir un derecho es reconocerlo en el orden jurídico y de preferencia a nivel constitucional. No obstante, el que un derecho esté garantizado es una cuestión de grado; el mero reconocimiento es solo un paso adelante, de modo que en muchos casos resulta insuficiente.127

			En ese sentido, derivado de las trágicas muertes que ocasionó la pandemia de COVID-19 en todo el mundo y en el caso de México, considero relevante que pueda reflexionarse acerca de este derecho y se proceda a reconocerlo en la Constitución capitalina como un primer avance o incluso a nivel federal.

			Con lo anterior, incluso estaríamos ante el fenómeno denominado préstamo interestatal, analizado por Alan Tarr, el cual ha caracterizado la actividad constituyente estatal norteamericana en la inclusión de derechos u otro material de redacción constitucional transferido a las constituciones de otros estados.128 Es frecuente que los estados regularmente dirijan su atención a otros estados en la búsqueda de soluciones para los problemas comunes que enfrentan.129 En ese sentido, las innovaciones constitucionales en uno o en varios estados pueden desencadenar una contagiosa emulación de cambio constitucional.130

			En el marco del Derecho comparado, incluso en otros países como Italia131 y Argentina132 se ha impulsado el tema, con una campaña para poder despedirse de familiares con coronavirus en estado crítico y un proyecto de ley del derecho al último adiós para acompañar a pacientes en pandemia. En el caso de Italia destaca, por ejemplo, el uso de tecnología median tabletas electrónicas a efecto de que los familiares tuvieran la posibilidad de despedirse de pacientes, y en Argentina se ha propuesto una medida legislativa133 para regular estas situaciones, cuyo contenido se adjunta al presente como Anexo 1. Por lo que México podría avanzar mediante un reconocimiento constitucional de este derecho humano.

			En el caso de México, se emitió una Guía de Manejo de Cadáveres por COVID-19 (SARS-CoV-2),134 en la cual reconoce que la situación de emergencia sanitaria por COVID-19, con la respectiva restricción de acceso a hospitales y acompañamiento de familiares con el paciente grave, puede incrementar la pena por falta de cierre del proceso de duelo; por lo que recomienda que se debe mantener comunicación permanente con la familia; respetar la decisión de familiares de ver el cuerpo si así lo solicitan después de su extracción de la sala de aislamiento o área de urgencias; explicar la necesidad de no tocar o besar el cuerpo y prevalecer el respeto y la compasión humana por las personas que han perdido a un ser querido sin tolerar actitudes discriminatorias o estigmatizantes para el fallecido y sus familiares, además de proporcionar apoyo de equipo de salud mental o tanatológico.

			No obstante el documento anterior, es solamente una guía con directrices, lo cual es muy distinto de reconocer un derecho humano que, como revisamos, tiene importancia conceptual y práctica. Sumado a ello, hay que pensar en los contextos de discriminación que pueden enfrentar las personas al querer despedirse de sus familiares, ya que un hospital privado puede tener espacios adecuados, mecanismos de tecnología, menores pacientes, mayor personal, lineamientos internos obligatorios que faciliten estas prácticas, mientras que en hospitales públicos, al carecer de los anteriores elementos, se puede hacer nugatorio el derecho.

			En ese sentido, se cruza el contexto socioeconómico de las personas, ya que la mayoría no puede costear servicios privados hospitalarios; por ello, se hace énfasis en que debe ser un derecho humano reconocido para todas las personas sin importar si acuden a servicios de salud de carácter privado o público.

			Al reconocer la universalidad de este derecho humano para todas las personas sin discriminación de ningún tipo, se avanza para lograr una igualdad no solo formal sino sustancial, como la reconoce la Constitución Política de la Ciudad de México.135 De contemplarse este nuevo derecho humano a despedirse en la Constitución Política de la Ciudad de México continuaría en su posición vanguardista, como el documento constitucional que considera en mayor medida derechos humanos, en su contraste con su homóloga federal.

			Considero como un efecto positivo, dentro de esta pandemia que nos ha afectado a todos y todas, que pueda empezar abrirse un mayor debate acerca de la existencia y necesario reconocimiento de este derecho humano, a fin de vislumbrar políticas públicas mediante las cuales el Estado pueda garantizar su cumplimiento y encontrar medidas para su respeto (aun dentro de la contingencia para evitar contagios), de conformidad con las creencias, tradiciones, valores, costumbres, cultura o religión de las personas.

			Como anticipé en el anterior capítulo, el debate en torno al reconocimiento de este derecho puede enriquecerse, además de la opinión de los juristas, mediante la participación de personas expertas en disciplinas tales como la psicología, tanatología, antropología, medicina, sociología, historiadores, entre otras, sumadas a la contribución de la ciudadanía y organizaciones de la sociedad civil.

			Por otra parte, como apunté que el solo reconocimiento de un derecho humano no resulta suficiente, debo aclarar que en el caso de la Ciudad de México, además de la Carta Magna local, se cuenta con una Ley Constitucional de Derechos Humanos y sus Garantías de la Ciudad de México136 que, como ley reglamentaria, se encarga de establecer los mecanismos de exigibilidad137 y justiciabilidad138 respectivos de los derechos humanos reconocidos en el ordenamiento constitucional local. Por ello en esta normatividad deben especificarse cuáles podrían ser estos mecanismos, los supuestos de aplicación y limitaciones al derecho humano a despedirse.

			Tales limitaciones deberán ser justificadas, necesarias, idóneas y proporcionales para ser justas, aun en un contexto de contingencia sanitaria, y buscar alternativas para no dejar sin efecto alguno el ejercicio del derecho y con ello provocar una transgresión moral profunda y un daño inmaterial a las personas que pudiera calificarse como un trato o pena cruel, inhumano o degradante.

			Conclusiones

			
					Una de las características esenciales del modelo federal radica en la autonomía constitucional que concede a las entidades federativas y que origina el constitucionalismo local, el cual se encuentra sujeto a límites impuestos por la propia Constitución federal.

					El federalismo en México ha operado bajo una lógica centralizadora que explica el poco desarrollo del constitucionalismo local en nuestro país. No obstante, recobró interés en México a partir del año 2000, como consecuencia de modificaciones a las constituciones locales de algunas entidades federativas.

					Existe una relación entre federalismo y derechos humanos, que representa el mejor modelo frente a la protección de los mismos.

					Las constituciones locales pueden ampliar y reconocer nuevos derechos humanos, como reconoció la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad 15/2017.

					La influencia del reconocimiento de nuevos derechos por algunas entidades federativas puede tener efecto en otras constituciones locales, mediante la figura del préstamo interestatal.

					El constitucionalismo local constituye una fuente relevante para el avance en materia de derechos humanos al existir la posibilidad de la ampliación o reconocimiento de nuevos derechos humanos, que incluso no estén previstos expresamente en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ni en tratados internacionales en materia de derechos humanos vinculantes para el Estado mexicano.

					Los derechos humanos no son estáticos, sino que emergen de conformidad con las nuevas circunstancias sociales.

					La Constitución Política de la Ciudad de México es más protectora que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al reconocer derechos humanos nuevos que no encuentran referente a nivel federal; tales como el derecho a la ciudad, espacio y vía pública, así como buena administración pública, aunque no se encuentra de forma textual el derecho humano a despedirse.

					No obstante lo anterior, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, cuya jurisprudencia es obligatoria para el Estado mexicano, ha reconocido de forma implícita el derecho humano a despedirse al referir el daño inmaterial que provoca la imposibilidad de honrar a los familiares fallecidos de conformidad con sus creencias y costumbres. Esto constituye una transgresión moral profunda.

					Por otra parte, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que el sufrimiento ocasionado a los familiares por la disposición de los cuerpos de sus seres queridos fallecidos puede considerarse un trato cruel, inhumano o degradante.

					Asimismo, en otros países como Italia y Argentina se ha impulsado el tema por reconocer el derecho a decir adiós, a efecto de despedirse de familiares con coronavirus en estado crítico.

					Derivado de la tragedia de muertes ocasionadas por la pandemia de COVID-19, considero relevante que se avance en el reconocimiento del derecho humano a despedirse en el texto de la Constitución Política de la Ciudad de México, e incluso en la propia Constitución federal, para pensar en políticas públicas que garanticen la implementación de este derecho aun en situaciones tan adversas como las que enfrentamos para evitar contagios, pero permitiendo a las personas encarar el proceso de duelo de conformidad con sus propias creencias y costumbres.

					En consecuencia, posterior a lograr el reconocimiento del derecho humano a despedirse en la Constitución Política de la Ciudad de México, deben diseñarse mecanismos de justiciabilidad y exigibilidad adecuados para garantizar su ejercicio, que deben estar contemplados en la Ley Constitucional de Derechos Humanos y sus Garantías de la Ciudad de México. 

					El reconocimiento del derecho humano a despedirse en la Constitución Política de la Ciudad de México puede influir en contemplación textual en la Constitución federal o en otras entidades federativas mediante la figura del préstamo interestatal.
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			Anexo 1

			Proyecto de Ley del derecho a decir adiós de Argentina

			H. Cámara de Diputados de la Nación.

			“2020. Año del General Manuel Belgrano”

			PROYECTO DE LEY

			El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos en Congreso, sancionan con fuerza de Ley… 

			ARTÍCULO 1.- Créase el “Protocolo de acompañamiento en el final de la vida para pacientes con diagnóstico positivo de COVID-19”, el que se implementará en todos los efectores de salud que tengan servicios de internación para pacientes infectados con COVID-19.

			ARTÍCULO 2.- El objeto de la presente ley es proteger y garantizar especialmente el derecho a la salud en sentido integral, a la autonomía de la libertad con respecto a su salud y la dignidad de la persona con COVID-19 en la etapa final de su vida, y el respeto de sus derechos de conformidad con la Ley Nacional 26.529 y Tratados Internacionales de Derechos Humanos. 

			ARTÍCULO 3.- Los efectores de salud con servicios de internación de pacientes con diagnóstico positivo de COVID-19 deberán brindarle atención médica centrada en la persona y la familia, con absoluto respeto hacia su libertad, autodesarrollo y dignidad humana. 

			ARTÍCULO 4.- A los efectos de esta ley, deberá asegurarse a las personas internadas por COVID-19, aun en Unidades de Terapia Intensiva, con estado de salud grave que implique riesgo de fallecimiento:

			A. Acompañamiento psicológico permanente.

			B. Información continua vinculada a su salud en lenguaje comprensible si la persona así lo desea, así como su derecho a manifestar su voluntad en cuanto al rechazo de procedimientos quirúrgicos, de reanimación artificial o al retiro de medidas de soporte vital cuando sean extraordinarias o desproporcionadas en relación con la perspectiva de mejoría, o produzcan un sufrimiento desmesurado. También su derecho a rechazar procedimientos de hidratación o alimentación cuando los mismos produzcan como único efecto la prolongación en el tiempo de ese estadio terminal irreversible o incurable. 

			C. Acompañamiento familiar o de persona de confianza de forma presencial permanente.

			ARTÍCULO 5.- El derecho al acompañamiento familiar o de persona de confianza de forma presencial también asiste a los pacientes que requieren asistencia especial por su edad o situación de discapacidad, aunque no se encuentren en Unidades de Terapia Intensiva o su estado de salud no implique riesgo de fallecimiento.

			ARTÍCULO 6.- La familia o persona de confianza de la persona internada que realizará el acompañamiento deberá recibir: 

			A. Información completa y detallada en lenguaje accesible sobre el estado de salud de la persona internada y el tratamiento o asistencia médica que recibe. 

			B. Información técnica en lenguaje accesible y amigable sobre el equipamiento de las Unidades de Terapia Intensiva y las condiciones edilicias de las mismas para evitar impacto psicológico o emocional desfavorable. 

			C. Instrucciones precisas sobre el comportamiento que deberá tener en las salas de internación y Unidades de Terapia Intensiva, la duración máxima de su visita y las condiciones de aislamiento que deberá respetar luego de las mismas. 

			D. Equipo de protección personal completo para garantizar la seguridad sanitaria. 

			ARTÍCULO 7.- No podrán realizar acompañamiento de la persona internada aquellas personas que constituyan factores de riesgo según el Ministerio de Salud de la Nación. 

			ARTÍCULO 8.- Los Comités de bioética de cada efector de salud, o los de referencia regionales o provinciales, serán los encargados de diseñar los mecanismos intraefector para dar cumplimiento a la presente ley. 

			ARTÍCULO 9.- Será autoridad de aplicación de la presente ley, la que determine el Poder Ejecutivo Nacional. 

			ARTÍCULO 10.- Comuníquese al Poder Ejecutivo Nacional.

			FUNDAMENTOS Sr. Presidente:

			El objeto del presente proyecto es proteger y garantizar especialmente el derecho a la salud en sentido integral, a la autonomía de la libertad con respecto a su salud y la dignidad de la persona con COVID-19 en la etapa final de su vida, de manera tal de compatibilizar todas las medidas de seguridad sanitaria que deben seguirse para evitar el contagio intraefector, con los derechos protegidos por nuestra Carta Magna y Tratados Internacionales de Derechos Humanos. 

			La pandemia del actual brote del virus que produce la enfermedad del Coronavirus o también denominado COVID-19, cuyo epicentro se ubica en la ciudad de Wuhan en China, constituye a nivel global el desafío más importante en materia de salud pública y sanitaria del último siglo.

			De acuerdo con datos publicados por la Organización Mundial de la Salud (oms) respecto de la propagación del COVID-19, se ha constatado a nivel global un total de personas infectadas que ronda los 19.000.000, y ha provocado el fallecimiento de poco más de 700.000 personas hasta el momento.

			La facilidad de la propagación del virus ha generado una explosiva expansión de contagiados en el mundo, incluyendo nuestro país, contando ya con 228.000 casos confirmados en 24 provincias de Argentina y más de 4.000 personas fallecidas.

			Esta situación y la velocidad en el agravamiento de la situación epidemiológica a nivel internacional ha obligado al Estado Nacional a decretar el estado de emergencia sanitaria y tomar medidas inmediatas de carácter excepcional y preventivo a fin de mitigar su propagación y evitar su impacto sanitario. 

			En este marco, los protocolos sanitarios en la Argentina, obligan a que la persona internada con diagnóstico positivo de COVID-19 quede inmediatamente aislada de sus familiares y seres queridos, y que en muchos casos su situación de salud general se complejice a causa del virus y fallezca en las mismas condiciones de aislamiento y soledad. 

			Sin embargo, corresponde interrogarse sobre si estos protocolos respetan derechos fundamentales protegidos constitucionalmente y por tratados internacionales de derechos humanos, e ir más allá aún, si estas medidas contribuyen o perjudican a la persona infectada, en relación con sus posibilidades de vida.

			Informes científicos alrededor del mundo elevan el aislamiento social y la soledad al nivel de problemas de salud, y los vincula a un riesgo significativamente mayor de muerte prematura por todas las causas. 

			Esta situación se agrava en niños, niñas y adolescentes, personas adultas mayores o las que necesitan cuidados y acompañamientos especiales como las personas con discapacidad.

			En este sentido, el Sanatorio Mater Dei de la provincia de Buenos Aires desarrolló un “protocolo de acompañamiento en el final de la vida”, destacando que es legal y necesario habilitar el derecho a decir adiós, y que “una medicina sin humanismo no merece ser ejercida. Permitir la despedida es un mínimo de humanidad que no podemos dejar de brindar. Es una cuestión de empatía”.

			El doctor García Roig, jefe de terapia intensiva de pediatría del sanatorio, sostuvo que no hay ningún instituto de infectología de prestigio internacional que prohíba la despedida a los pacientes. Si no, ni los médicos podrían entrar a la terapia a ver a un paciente con COVID-19.

			La atención debe centrarse en la persona. Es inhumano que una persona muera sola, para el que muere y para el que queda.

			El protocolo del hospital habilita las visitas en terapia intensiva a quienes tienen un mal pronóstico, pero también permite que un familiar acompañe a aquellos pacientes que, aunque no estén en cuidados intensivos, requieren asistencia por algún motivo, como no poder valerse por sí mismos o ser de edad avanzada.

			Esto no significa que las visitas estén totalmente liberadas, sino que cuando el cuadro de salud general es grave y se puede llegar a una situación de final de vida, el protocolo se activa y se autorizan visitas con los recaudos correspondientes.

			Si el paciente que necesita asistencia no está en cuidados intensivos, el familiar que lo acompaña debe aislarse en la habitación, no circular por las áreas comunes del sanatorio y, cuando egrese, hacer la cuarentena de 15 días, por ser un contacto estrecho de paciente con COVID-19.

			Estos protocolos deben llevarse a cabo bajo estrictas normas de seguridad, por lo que el efector debe proveer a las personas que realizan el acompañamiento el equipo de protección personal para que la visita se realice con todos los cuidados necesarios.

			A su vez, debe prepararse a la persona sobre el equipamiento de las salas de terapia intensiva y sus condiciones edilicias para que estas visitas no causen daños psicológicos o emocionales negativos en la misma.

			Por último, debe asegurarse que las persona que realizan las visitas no sean pacientes de riesgo, para evitar complicaciones mayores ante un posible riesgo de contagio.

			Debe tenerse en cuenta que en las unidades de terapia, la persona paciente es examinada por un médico sin rostro, con la distancia que impone la situación, que no puede tocarlo, darle la mano, ni alentarlo.

			Por eso que haya un familiar o una persona de confianza con ella es importante. Habilitando este tipo de visitas y protocolos, la persona se encuentra contenida psicológica y emocionalmente y es de esta manera que aumentan sus posibilidades de recuperarse.

			La experiencia del Sanatorio Mater Dei demuestra que los protocolos de aislamiento absoluto son innecesarios y que una flexibilización contribuiría incluso a salvar más vidas.

			Por último, incorporamos la necesidad de dar información a la persona sobre sus derechos a manifestar su voluntad en cuanto al rechazo de procedimientos quirúrgicos, de reanimación artificial o al retiro de medidas de soporte vital cuando sean extraordinarias o desproporcionadas en relación con la perspectiva de mejoría, o produzcan un sufrimiento desmesurado.

			También su derecho a rechazar procedimientos de hidratación o alimentación cuando los mismos produzcan como único efecto la prolongación en el tiempo de ese estadio terminal irreversible o incurable.

			Derechos que le asisten y están protegidos por la Ley Nacional de Derechos del Paciente y normativa internacional de derechos humanos. 

			Transitar los últimos momentos de la vida según los propios deseos de la persona, corresponde a la protección de sus derechos de libertad, autodeterminación, autonomía y dignidad humana. 

			Es por todo lo expuesto, que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de ley. 

			Claudia Najul

			José Riccardo

			Estela Regidor

			Lorena Matzen

			Gabriela Lenna

			Federico Zamarbide

			Gonzalo del Cerro 

			Brenda Austin 

			Carlos Fernández 

			Emiliano Yacobitti 

			Hugo Romero

			Carla Carrizo
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			Las Organizaciones de la Sociedad Civil (osc) defensoras de derechos humanos y la pandemia por COVID-19. Reflexiones en torno a la construcción de una ciudad de derechos.

			Cassandra Meléndez y Karla Martínez

			Resumen

			El objetivo del presente estudio es analizar los impactos de la pandemia por COVID-19 en las operaciones de las Organizaciones de la Sociedad Civil (osc) que se enfocan en la promoción, protección y defensa de los derechos humanos de grupos en condición de vulnerabilidad en la Ciudad de México. Por tal razón, retomamos el derecho a la ciudad como marco normativo para la consolidación de una ciudad de derechos donde todas las personas que habitan y/o transitan la ciudad puedan ejercer sus derechos de manera plena y sin discriminación. Con este fin, y desde una metodología cualitativa, se realizaron entrevistas semiestructuradas a siete organizaciones a partir de tres ejes analíticos: 1) Impactos de la pandemia en la operación de las osc en materia de derechos humanos; 2) Los retos en la relación entre las osc y las instancias gubernamentales durante la pandemia y; 3) Defender y promover los derechos humanos en la Ciudad de México, ciudad de derechos. Entre los principales hallazgos, en primer lugar, encontramos un aumento a las violaciones de los derechos humanos de las mujeres, personas migrantes, personas con vih, periodistas, personas defensoras de derechos humanos y víctimas de trata. En segundo lugar, identificamos que la crisis sanitaria implicó diversos retos en la operación de las osc, por ejemplo, la pausa de programas y la planeación de actividades a distancia. En tercer lugar, la relación gobierno-osc se enfrentó a diversos obstáculos como la falta de diálogo con instituciones gubernamentales, la criminalización de las osc y la inacción por parte del gobierno de la cdmx para atender las violaciones a derechos humanos. Asimismo, resaltamos que a pesar de la crisis por el COVID-19 la Ciudad de México es un lugar privilegiado para la defensa de derechos humanos en comparación con otros estados de la República. Finalmente, reconocemos a las osc como agentes esenciales para el ejercicio del derecho a la ciudad, sobre todo en un contexto donde las decisiones gubernamentales tomadas para hacer frente a la pandemia han invisibilizado otros tipos de violencia que también deben ser atendidas de manera urgente.

			Introducción

			Las violaciones a derechos humanos son una constante en México. De acuerdo con datos de la Comisión Nacional de los Derechos humanos (cndh), del año 2000 a 2018 se registraron “[…] un total de 130,318 expedientes de queja por la presunta violación de derechos humanos y emitió 1,285 recomendaciones a distintas autoridades.” (Senado de la República, 2019). Asimismo, la organización Espacio osc plantea que esta crisis también surge debido a que

			“contraviniendo estándares internacionales, se ha hecho uso desproporcionado de la fuerza, cometiendo arbitrariedades contra población civil, vulnerando el derecho a la protesta social, incurriendo en agresiones y graves violaciones como tortura, abuso sexual, desapariciones forzadas y detenciones arbitrarias, contra periodistas y personas defensoras [de derechos humanos], dentro del entorno de una política militarista impulsada por el aparato estatal” (Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, 17 de febrero 2021).

			A este contexto de crisis de derechos humanos se le sumó la crisis por COVID-19 a finales de 2020, la cual ha tenido fuertes implicaciones para la defensa y garantía de los derechos en México, además de graves consecuencias en materia de salud. Es importante aclarar que la crisis sanitaria no ha provocado la crisis de derechos humanos en México, sino que la profundizó e hizo visibles las fallas del Estado mexicano respecto al cumplimiento de sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos, contraídas por medio de la ratificación de instrumentos como la “Declaración Universal de los Derechos Humanos o la Convención Americana sobre Derechos Humanos”.

			En este sentido, en el informe “Situación de la defensa de derechos humanos y la libre expresión en México a partir de la pandemia por COVID-19”, elaborado por el Espacio, la Iniciativa Mesoamericana de Mujeres Defensoras de Derechos Humanos (IM-Defensoras), la Red Nacional de Defensoras de Derechos Humanos en México (rnddhmx) y el Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (cejil), presenta algunos datos que nos pueden brindar una perspectiva general de las violaciones a derechos humanos que se han exacerbado durante la pandemia.

			Particularmente este informe devela el deterioro de las condiciones de 6 grupos prioritarios. Según el documento, 17 personas defensoras de la tierra y territorio fueron asesinadas debido a la realización de su labor; mujeres defensoras han experimentado el recrudecimiento de las agresiones durante la pandemia, registrándose agresiones contra 266 defensoras y 42 colectivos, de las cuales 49% fueron contra defensoras y 37% contra colectivas y/o periodistas. En el caso de este último grupo se registraron 112 agresiones contra la prensa relacionadas con coberturas de la pandemia de COVID-19 y el asesinato de 6 periodistas. Las personas defensoras de migrantes y solicitantes de protección internacional han sido objeto de acciones de criminalización, campañas de desprestigio, actos de hostigamiento e incluso víctimas de agresiones físicas. Sobre personas defensoras de la población LGBTTTIQA+ se documentó el asesinato de 4 mujeres trans defensoras en el marco de la pandemia y el agravamiento de condiciones desfavorables hacia este colectivo que perpetúan la discriminación y patrones de estigmatización y violencia. Y por último, en México siguieron desapareciendo personas en el marco de la pandemia; al menos 5000 personas fueron víctimas de esta grave violación (de enero a septiembre de 2020), por eso personas víctimas y familiares en labores de búsqueda continuaron y siguen en labores búsqueda, tras un anhelo de verdad, justicia y reparación en territorio donde la justicia parece ser inalcanzable (Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, 17 de febrero 2021).

			A pesar de lo que muestran los datos, durante los últimos veinte años el gobierno de la Ciudad de México (cdmx) ha construido un discurso alrededor de la misma como una ciudad de derechos en donde los derechos humanos (ddhh) son totalmente respetados y protegidos. Incluso se propuso la idea de la cdmx como un modelo de ciudad para América Latina en materia de garantía de derechos. No obstante, la realidad es que los ddhh de las personas que habitan y transitan por la ciudad están siendo constantemente vulnerados. Además, existe una gran invisibilización de estas violaciones por parte de autoridades gubernamentales por lo que únicamente tienden a conocerse a través del trabajo de las Organizaciones de la Sociedad Civil (osc) y de los informes sombra/alternativos que elaboran.

			La premisa de nuestro estudio plantea que la pandemia está teniendo un mayor impacto en la vida de algunos grupos en condición de vulnerabilidad, entendida como la situación en la que las personas no reciben apoyo por parte de sus redes más cercanas —como la familia— ni la protección por parte del Estado mexicano frente a la violación de sus ddhh. En específico, nos enfocamos en cinco grupos de población: personas en condición de movilidad, personas pertenecientes a la comunidad LGBTTTIQ+, personas que viven con vih (o algún otro tipo de its), personas defensoras de derechos humanos, periodistas y mujeres.

			Asimismo, como ya hemos ejemplificado brevemente, consideramos que con la pandemia por COVID-19 las violaciones a derechos humanos existentes en la cdmx se exacerbaron, por lo que es imposible hablar de la Ciudad de México como una ciudad de derechos. Esto debido a que los grupos mencionados no gozan del derecho a la ciudad, por lo tanto, tampoco del pleno disfrute de otros derechos como el derecho a la educación, al empleo (e incluso derechos laborales), a la salud o el derecho de libre tránsito. Para ello, nos centraremos en la experiencia de Organizaciones de la Sociedad Civil que surge del trabajo que realizan en materia de defensa y protección de derechos humanos de grupos vulnerables en la cdmx durante la contingencia sanitaria.

			Las Organizaciones de la Sociedad Civil1 enfocadas en la promoción, protección y defensa de derechos humanos son fundamentales para la consolidación del derecho a la ciudad. Sus experiencias sirven de base para la elaboración y aplicación eficaz de políticas públicas, así como de marcos jurídicos que tengan como objetivo la construcción de una ciudad incluyente y segura para todas las personas. Debido a que las condiciones en materia de seguridad y libertad de expresión son más favorables que en otros estados de la República Mexicana, en los últimos años diversas osc se establecieron en la cdmx. No obstante, partimos de la hipótesis de que las restricciones como consecuencia de la pandemia han tenido repercusiones sumamente negativas en la operación de las osc. En especial, las acciones por parte del Gobierno Federal y el Gobierno de la cdmx afectaron programas importantes en materia de asistencia a grupos vulnerables. Asimismo, existe un deterioro en la relación entre el gobierno y la sociedad civil, cuyas manifestaciones más recientes son la falta de diálogo y la criminalización de las organizaciones. Para comprobar nuestra hipótesis recurrimos a la elaboración de un breve análisis documental y a la aplicación de entrevistas semiestructuradas a osc para conocer sus experiencias y poder analizarlas desde nuestros ejes de investigación que presentamos en el siguiente apartado.

			El presente artículo está estructurado de la siguiente manera. En primer lugar, presentamos una breve nota metodológica acerca de la investigación. En segundo lugar, realizamos la revisión de literatura sobre el tema, así como una contextualización de la cdmx como ciudad de derechos y la importancia de las osc en la consolidación del derecho a la ciudad. En tercer lugar, analizamos la relación entre el derecho a la ciudad, las osc y la construcción de una ciudad de derechos. En cuarto lugar, exponemos y analizamos los resultados de acuerdo con tres ejes analíticos: 1) Impactos de la pandemia en la operación de las osc en materia de derechos humanos; 2) Los retos en la relación entre las osc y las instancias gubernamentales durante la pandemia y; 3) Defender y promover los derechos humanos en la Ciudad de México, ciudad de derechos. Finalmente, añadimos un apartado de reflexiones finales.

			Nota metodológica

			El presente trabajo sigue un método cualitativo en el cual se utilizó como principal herramienta las entrevistas semiestructuradas. Fueron realizadas a un total de siete organizaciones de la sociedad civil durante el mes de noviembre del 2020. Al ser una investigación de corte cualitativo se hace uso de un muestreo teórico con el objetivo de identificar las categorías más importantes en el tema y sus interrelaciones. Este objetivo se cumplió ya que la información requerida se relaciona de manera significativa con las variables propuestas y se llegó a una saturación teórica en las respuestas de las osc entrevistadas.

			La elección de las osc se enfocó en el análisis de la situación de diferentes grupos de población en condiciones de vulnerabilidad en la cdmx, a partir de tres ejes analíticos: los impactos de la pandemia en la operación de las osc, el aumento de violaciones a derechos humanos y la relación gobierno-osc antes y durante la pandemia. Por tal razón, se realizó una selección de osc que fuera diversa en sus labores de protección a derechos humanos y que tuvieran sede en la cdmx:

			
					ahf (aids Healthcare Foundation): Se enfoca en la prevención de Infecciones de Transmisión Sexual (its), especialmente en la detección de vih, así como en la vinculación a su tratamiento, abogacía para personas con vih y personas con otras its.

					Artículo 19: Su trabajo está dirigido a la defensa y promoción de la libertad de expresión en todo el mundo, a través de la defensa a periodistas, la promoción de la pluralidad mediática, la defensa de la libertad de expresión en el espacio digital, la defensa del espacio cívico y también la construcción de mecanismos de transparencia y rendición de cuentas.

					CAFEMIN: La Casa de Acogida Formación y Empoderamiento de la Mujer Migrante y Refugiada tiene como tarea principal el acoger a las personas y trabajar con ellas procesos de formación individual, grupal y familiar a través de una ruta de atención y acompañamiento integral, para impulsar procesos en su integración local en ámbitos educativos, laborales, de capacitación y de asentamiento fuera del albergue.

					EQUIS: Justicia para las mujeres, A.C.: Es una organización feminista de la sociedad civil que busca transformar leyes, políticas públicas, instituciones; así como la búsqueda del fortalecimiento de liderazgos y redes para mejorar el acceso a la justicia de todas las mujeres.

					cdh Vitoria: El Centro de Derechos Humanos Fray Francisco de Vitoria contribuye a la defensa de los derechos de las personas y los pueblos. Esto por medio de acompañamiento a los grupos en situación de vulnerabilidad y por la incidencia en la construcción de una agenda de derechos humanos.

					Fundación Arcoíris por el respeto a la diversidad sexual: Organización enfocada en el análisis de la sexualidad, así como en la defensa y promoción de los derechos de las personas que han sido discriminadas por sus preferencias sexuales. Sus líneas de acción están dentro de los marcos teóricos y políticos del feminismo.

					Sintrata. Organización enfocada en la investigación y la creación de alianzas para prevenir el delito de trata de personas y promover el acceso a justicia para las víctimas.

			

			La cdmx ciudad de derechos

			La finalidad de este apartado consiste en explicar brevemente el surgimiento del discurso de la cdmx como ciudad de derechos, así como la presentación de una breve revisión de literatura en torno de nuestros ejes analíticos. En primer lugar, la entrada en 1997 de Cuauhtémoc Cárdenas como Jefe de Gobierno del Distrito Federal (ahora Ciudad de México) inició una etapa en la que se privilegió el discurso de los derechos humanos y su introducción en la agenda gubernamental. Fue en ese mismo año cuando se creó el programa de gobierno Una ciudad para todos, cuyo objetivo fue la presentación de estrategias para la creación de política pública en materia de participación ciudadana (Delgadillo, 2016). Esta situación parte de la importancia creciente que tuvieron los derechos humanos entre la comunidad internacional a partir de los años noventa.

			Incluso, desde años antes el Grupo Promotor de osc en México ya había gestionado una iniciativa de ley cuyo objetivo fue el fomento y apoyo integral a las actividades de las osc por parte del sector gubernamental. Esta iniciativa se presentó a la Cámara de Diputados en 1995 para su discusión y valoración.  Posteriormente, en 2004 se aprobó la Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil, y otras normas aplicables, la cual se publicó en el Diario Oficial de la Nación. Además, su Reglamento fue publicado en 2005 en el dof (Salinas, 2014). Su importancia residió en que:

			La Ley ha dado lugar al reconocimiento de las organizaciones de la sociedad civil propiciando con ello la consolidación del sector orientado al desarrollo social sin ánimo de lucro. Otorga certeza jurídica a las organizaciones ya que, todas las organizaciones que se acojan a la Ley podrán acceder por igual a las prerrogativas que se establezcan a partir de la misma, con lo que se pretende superar prácticas a través de las cuales se otorgan apoyos gubernamentales por nepotismo o por relaciones de carácter clientelar a través de las cuales se utiliza a las osc con fines político partidistas.

			El objetivo consiste en estimular nuevas formas de vinculación y colaboración entre la sociedad y los distintos órdenes de gobierno y buscar mecanismos a través de los cuales se logre la participación efectiva de la sociedad civil organizada en la definición, ejecución, vigilancia y evaluación de las políticas públicas en materia de desarrollo social. (Salinas, 2014, p. 18)

			Aunado a esto, en el período 2007-2010 surgió la iniciativa de La Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad. Fue una propuesta de Organizaciones de la Sociedad Civil y del Movimiento Urbano Popular, cuyo objetivo principal fue constituirse como “un instrumento dirigido a fortalecer las reivindicaciones y luchas sociales” (Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad, 2011, p. 11). La Carta buscó contribuir de forma teórica y práctica a la construcción de una ciudad de derechos, que fuera incluyente y que impulsara procesos de organización social, a la par de una economía incluyente (Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad, 2011, p. 10). Además, se introduce por primera vez el derecho a la ciudad que fue definido de la siguiente manera:

			El Derecho a la Ciudad es el usufructo equitativo de las ciudades dentro de los principios de sustentabilidad, democracia, equidad y justicia social. Es un derecho colectivo de los habitantes de las ciudades, que les confiere legitimidad de acción y de organización, basado en el respeto a sus diferencias, expresiones y prácticas culturales, con el objetivo de alcanzar el pleno ejercicio del derecho a la libre autodeterminación y a un nivel de vida adecuado. El Derecho a la Ciudad es interdependiente de todos los derechos humanos internacionalmente reconocidos, concebidos integralmente, e incluye, por tanto, todos los derechos civiles, políticos, económicos, sociales, culturales y ambientales reglamentados en los tratados internacionales de derechos humanos (Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad, 2011, p. 15).

			En el caso mexicano, aunque las osc comenzaron a desarrollarse en las décadas de los sesentas y setentas con el auge de los movimientos sociales, fue a partir de los hechos anteriores que tuvieron un ambiente propicio para su posterior consolidación. De acuerdo con Manuel Toral, el mayor aumento en el número de organizaciones de la sociedad civil fue a partir de 2013, ya que datos del Registro Federal de las Organizaciones de la Sociedad Civil (rfosc) demostraron que en el 2013 había menos de 20 mil organizaciones con registros vigentes, mientras que en 2018 la cifra ascendió a más de 32 mil organizaciones a nivel nacional (2018). A nivel local, se estimó que durante este mismo periodo, tan sólo en la Ciudad de México, había más de 7 mil organizaciones (Toral, 2018).

			En segundo lugar, encontramos diferentes estudios enfocados en el tema principal de la presente investigación. En 2016, Víctor Delgadillo realizó un estudio reflexivo y crítico en torno a los desafíos que implica el hablar de la construcción del derecho a la ciudad en la Ciudad de México. Por lo tanto, realizó un análisis profundo de los proyectos recientes de diversos actores (en especial las osc) en torno al tema, como La Carta de la Ciudad de México por el Derecho a la Ciudad. Además, elaboró un estudio sobre el reconocimiento a los derechos humanos, así como sus propias limitaciones y contradicciones en los marcos y políticas vigentes. El autor utilizó tres elementos clave que serán útiles para nuestro análisis: la utopía, los derechos sociales y la política pública (Delgadillo, 2016).

			Por su parte, Alicia Ziccardi (2016) escribió sobre la cuestión social y su relación interdependiente con el derecho a la ciudad y la cuestión urbana. En su texto, la autora planteó un análisis crítico sobre la relación de lo urbano en las ciudades de América Latina y cómo esto afecta a la sociedad la generación de espacios de desigualdad y violencia. Asimismo, retomó el tema de política pública y su relación con el establecimiento de espacios para la participación ciudadana como medios para la construcción de ciudadanía efectiva y de ciudades con marcos fuertes en derechos.

			En el 2016 también se publicó el Informe sobre la Encuesta Sociedad civil organizada frente al COVID-19. Impacto, retos y acciones de resiliencia, realizada por el grupo Causas Ciudadanas. Su objetivo principal fue “[...] conocer de qué manera la contingencia sanitaria COVID-19 ha impactado en el quehacer de la sociedad civil organizada” (Causas Ciudadanas et al., 2020). Para el estudio se tomaron en cuenta la experiencia de 477 organizaciones, grupos o colectivos que desarrollan actividades en México. La encuesta tiene como finalidad ser un material útil para el diagnóstico, así como una base para la construcción de estrategias entre actores para crear condiciones favorables al desarrollo de las actividades de las organizaciones durante la pandemia.

			Aunado a esto, en 2020 la Plataforma Global por el Derecho a la Ciudad estableció una de las definiciones que consideramos más completa y es en la que basamos nuestro estudio. Así, el derecho a la ciudad es entendido como “el derecho de todos los habitantes, presentes y futuros, permanentes y temporales, a habitar, utilizar, ocupar, producir, transformar, gobernar y disfrutar ciudades, pueblos y asentamientos urbanos justos, inclusivos, seguros, sostenibles y democráticos, definidos como bienes comunes para una vida digna, que debe compartirse y pertenecer a todos los miembros de la comunidad”. (Plataforma Global por el Derecho a la Ciudad, 2020)

			En cuanto a la situación de la crisis sanitaria en el país, Rincón y González (2020) en su artículo La pandemia del COVID-19 y los derechos humanos en México expusieron el panorama general de la crisis sanitaria en México. Explicaron detalladamente cuáles fueron las medidas que se tomaron desde el 28 de febrero de 2020 cuando se detectó el primer caso de COVID-19 en el país. Si bien se habla sobre derechos humanos y COVID-19, el enfoque se centró en que las medidas que se emitieron para evitar la propagación del virus deberían incluir la perspectiva de derechos humanos. Sin embargo, este artículo no abordó el papel que juegan las osc en esta coyuntura.

			En esta misma línea, Islas Colín (2020) en su artículo Derechos Humanos en México ante el coronavirus, analizó las violaciones a derechos humanos que pueden suceder a causa de las medidas que se tomaron para mitigar la pandemia. Argumentó que las acciones que tomaron las autoridades para hacer frente a la pandemia son desproporcionadas en relación con el respeto a los derechos humanos, relativos a la libertad de tránsito, al derecho a la salud de los trabajadores, el derecho a la identidad de las personas muertas como consecuencia del COVID-19 y los derechos humanos de grupos vulnerables como personas adultas mayores, trabajadoras, indígenas, afromexicanas, entre otras.

			Desde un enfoque legislativo, la senadora Sylvana Beltrones Sánchez redactó un artículo de opinión donde cuestionó la forma de enfrentar la COVID-19 en México. En el artículo señaló que las medidas que debe adoptar el Estado mexicano para combatir la pandemia deberán ser temporales y proporcionales a las propuestas por el Derecho Interamericano de los Derechos Humanos; también argumentó que el éxito de las medidas en materia de salud pública está directamente ligado a la protección de los derechos humanos (Beltrones, 2020).

			En definitiva, es poca la literatura que conjuga los tres ejes analíticos propuestos para esta investigación. Además, desde la academia se ha analizado de manera superficial la labor que las osc llevan a cabo en tiempos de pandemia. Por lo tanto, en apartados posteriores nos enfocaremos en estudiar a las osc como agentes importantes en la garantía del derecho a la ciudad. Esta relación no ha sido explorada en la literatura a pesar de su importancia en la creación de un ambiente propicio para el desarrollo de la Ciudad de México como una ciudad de derechos para todas las personas que la habitan y transitan. En especial, en tiempos de crisis como lo es la actualidad debido a la pandemia por COVID-19. 

			El derecho a la ciudad y las osc

			En este segundo apartado estudiamos la relación que existe entre la labor de las osc en la cdmx durante la pandemia y su aporte para la construcción de una ciudad de derechos donde se garantice el derecho a la ciudad. La importancia de tal conexión reside en que ambas variables tienen una relación directa con el establecimiento de los derechos humanos como un pilar para la consolidación de ciudades de derechos. Es decir, con miras a la construcción de espacios donde se respeten y garanticen los derechos de una manera no excluyente.

			De acuerdo con la propuesta de onu Hábitat en su Agenda del derecho a la ciudad (2020), el derecho a la ciudad implica la garantía de todos los derechos humanos de las personas que habitan en determinada área geográfica —y no sólo los derechos de las y los ciudadanos— que en este caso es la Ciudad de México:

			Destaca el reconocimiento del derecho a la ciudad, descrito en el artículo 12 de la Constitución local, entendido como la garantía del uso y usufructo pleno y equitativo de la Ciudad, fundado en principios de justicia social, democracia, participación, igualdad, sustentabilidad, diversidad cultural, naturaleza y medio ambiente. Su reconocimiento constitucional es una innovación en el país, exigida desde hace tiempo y fruto de las discusiones internacionales en materia urbana” (Gobierno de la Ciudad de México y Escuela de Administración Pública de la Ciudad de México, 2018).

			En concordancia con la agenda internacional, en el artículo 12 de la Constitución Política de la Ciudad de México se estableció la siguiente definición de derecho a la ciudad “[…] es un derecho colectivo que garantiza el ejercicio pleno de los derechos humanos, la función social de la ciudad y su gestión democrática” (2017, p. 31). Estos avances legislativos son frutos del diálogo con organismos internacionales, movimientos sociales, osc e incluso con las autoridades de otras ciudades. Sin embargo, nosotros proponemos que existe una gran discrepancia entre el compromiso adquirido por la Ciudad de México para garantizar el derecho a la ciudad y el nivel real de cumplimiento.

			Uno de los factores más importantes que propicia dicha brecha es que el derecho a la ciudad ha sido relacionado y estudiado a partir del concepto de ciudadanía, como vimos en algunos de los textos que señalamos en el apartado anterior. En este sentido, es importante describir qué entendemos por ciudadanía, cuya definición retomamos del sociólogo T. H. Marshall:

			“La ciudadanía en Marshall es, entonces, la pertenencia a una comunidad política organizada, y dicha pertenencia se juzga en función del disfrute por parte de los individuos no solo de los derechos civiles y políticos, sino también de los derechos sociales, garantizados por el respectivo Estado. La ciudadanía así entendida es una categoría compleja compuesta por tres dimensiones: una dimensión civil, otra política y otra social; que exige, a su turno, la estructuración de equilibrios virtuosos entre Democracia y Estado, por una parte, Capitalismo y Mercado, por la otra, a fin de conciliar la libertad individual con grados crecientes de igualdad social o bienestar” (Zúñiga Añazco, 2010, p. 138).

			No obstante, de acuerdo con Juan Claudio Silva “la ciudadanía, es decir, el espacio de autonomía y libertad, política, civil y particularmente social y cultural, que los sujetos buscan o intentan abrir para sus vidas sociales se encuentra limitado, coartado, restringido por diversas circunstancias y factores” (2001, p. 107). Sobre todo, hacemos énfasis en las restricciones que implica hablar de ciudadanía ya que se deben tomar en cuenta categorías como la edad y la nacionalidad. Asimismo, este concepto —en su relación con el derecho a la ciudad— debe ser analizado a partir de los factores estructurales y contextuales (situación económica, exclusión social, violencia, discriminación) que no permiten a las personas ejercer sus derechos y en específico, el derecho a la ciudad.

			Por lo tanto, proponemos estudiar el derecho a la ciudad como un eje necesario para garantizar los derechos humanos de todas las personas —sin distinción alguna— dentro de las ciudades. Entonces, la cuestión principal es qué se necesita para la construcción de una ciudad de derechos. En primer lugar, es necesario que “[…] el derecho a la ciudad se entienda no como el derecho a mejorar las urbes que tenemos sino como el derecho a cambiarlas y a construir ciudades socialmente justas” (Gottsbacher y Erazo, 2016, p. 12). En segundo lugar, consideramos que además de los discursos de reconocimiento a los derechos humanos, es necesaria una acción directa y efectiva:

			“Que se plasmen demandas sociales en una ley o constitución política no significa que estos se conviertan en derechos en estricto sentido, que automáticamente se cumplan y que directamente se realicen, ya que requiere de normas secundarias que precisen su contenido. También necesita de políticas, instrumentos y recursos para su realización efectiva. De lo contrario se trata de retórica y de buenos deseos” (Delgadillo, 2016. p.79).

			Aunado a esto, es importante cuestionarnos acerca de las implicaciones de la pandemia por COVID-19 en relación a la garantía del derecho a la ciudad y, en consecuencia, de la consolidación de la cdmx como una verdadera ciudad de derechos. Por tal razón, en los siguientes apartados analizaremos los resultados obtenidos de las entrevistas realizadas a las osc por cada uno de los ejes analíticos: impactos de la pandemia en las operaciones de las osc en materia de derechos humanos, los retos en la relación gobierno-sociedad civil y la defensa y promoción de los derechos humanos en la Ciudad de México.

			Impactos de la pandemia en las operaciones de las osc en materia de derechos humanos

			Para hablar de los efectos de la pandemia es importante iniciar por una breve explicación del contexto en el que las osc están desarrollando sus actividades. Como se mencionó anteriormente, en México se vive una crisis de derechos humanos ya que estos están siendo constantemente vulnerados por acciones y omisiones del Estado mexicano. Sin embargo, a raíz de la crisis sanitaria dichas violaciones a derechos humanos se exacerbaron debido a las restricciones para hacer frente al COVID-19.

			De acuerdo con las osc entrevistadas, la pandemia ha tenido efectos negativos que condicionan el ejercicio pleno del derecho a la ciudad. En este sentido, las osc percibieron un aumento considerable de las violaciones a derechos humanos en la Ciudad de México. Es decir, parece que los derechos humanos entraron también en cuarentena (ahf México, 2020), ya que los obstáculos que ya se vivían en la Ciudad de México se potencializaron. En especial, resaltan la crisis de violencia de género, los problemas en los sistemas de salud pública, la impunidad y las carencias de los sistemas de procuración de justicia, la lentitud y obsolescencia de algunas instituciones gubernamentales, así como la permanencia del estigma frente a grupos de población en condición de vulnerabilidad.

			Por ejemplo, Artículo 19 mencionó que las agresiones hacia periodistas aumentaron en un 45% respecto al primer trimestre del 2020. Asimismo, la organización Equis: Justicia para las mujeres resaltó que aunque ya se tenían documentadas señales de alerta de que en momentos de desastre natural o situaciones críticas se observaba un repunte o incremento en los niveles de violencia, las medidas gubernamentales no fueron eficaces, lo que causó un aumento del 45% en las llamadas de auxilio al 911 por violencia desde marzo hasta diciembre de 2020 (EQUIS, 2020). En relación con este tema, Fundación Arcoíris también reiteró el aumento de la violencia de género en los hogares2.

			Por lo tanto, aunque las violaciones a derechos humanos en la cdmx eran prácticas comunes desde antes del COVID-19, los efectos de la crisis sanitaria propiciaron un ambiente de mayor incertidumbre e inseguridad para las osc y en especial para las personas a las que brindan acompañamiento y asistencia. Como consecuencia de ello, las osc reportaron en las entrevistas que tuvieron serias afectaciones en su organización interna, y por consiguiente en los programas y/o actividades que llevaban a cabo regularmente. Tanto AHF, Sintrata, CAFEMIN, Fundación Arcoíris y Artículo 19 informaron que se vieron obligados a pausar temporalmente proyectos debido a las restricciones sanitarias.

			Por ejemplo, en el albergue CAFEMIN, cuyo modelo de atención se basa en brindar asistencia humanitaria a familias migrantes y refugiadas, se vieron forzados a detener el ingreso de más personas que solicitaron la asistencia. Además, se restringieron las salidas por motivos laborales y se detuvieron proyectos con personas voluntarias para la promoción de diversas actividades recreativas, de formación y educativas (CAFEMIN, 2020). Otro caso fue el de la organización AHF que tuvo problemas para realizar jornadas móviles de detección de vih, así como para establecer módulos en eventos masivos y bares (ahf México, 2020).

			Debido a las restricciones de movilidad algunas organizaciones implementaron de forma urgente actividades de asistencia a distancia. Esto aún sin capacitación en temas de tecnologías de la información y sin la infraestructura necesaria. Como ejemplo está la experiencia del CDH Vitoria que continuó con los acompañamientos por medio de plataformas digitales; respecto a ello comentaron que no les fue posible brindar una atención integral como lo es en las sesiones presenciales. También destacaron que muchas de las personas que acompañan e incluso sus propios miembros no cuentan con las herramientas digitales/tecnológicas necesarias para el trabajo remoto.

			En resumen, a partir de marzo de 2020 la Ciudad de México se convirtió en un espacio más inseguro para la labor de defensa de los derechos humanos. En específico las restricciones a la movilidad y la imposición del trabajo a distancia perjudicaron el ejercicio del derecho a la ciudad de grupos vulnerables al no poder hacer válidos otros derechos como el derecho al trabajo, al libre tránsito, derecho a la salud sexual o el derecho a una vida libre sin violencia. A esta situación se sumaron los contrastes en la relación gobierno-sociedad civil que es un factor esencial para la protección y garantía de los derechos, cuestión en la que profundizaremos en el siguiente apartado.

			Los retos en la relación entre las osc y las instancias gubernamentales durante la pandemia

			Desde antes de la pandemia por COVID-19 la relación entre instancias de gobierno y organizaciones de la sociedad civil en México ya enfrentaban retos importantes. Por un lado, a partir de 2018 el Presidente Andrés Manuel López Obrador se posicionó con un discurso de criminalización hacia la labor de las osc y hacia las personas defensoras de derechos humanos. Como consecuencia, no se consideró a las osc como actores decisivos en el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 (Muñoz Grandé, 2020) lo que ocasionó fuertes roces entre ambas partes. Por otro lado, a diferencia del gobierno federal, el Gobierno de la Ciudad de México demostró —al menos en el discurso— mayor aceptación de las osc y de sus actividades dentro de la ciudad.

			Sin embargo, a raíz de la crisis sanitaria y del aumento de violaciones a derechos se dieron fuertes rupturas en el diálogo y la cooperación entre las osc y el gobierno de la cdmx. En este sentido, todas las osc entrevistadas reconocieron que antes de que se diera la crisis sanitaria ya existía un rezago de acciones y respuestas eficaces por parte del gobierno en materia de protección a derechos humanos, sólo que estos problemas se exacerbaron debido a las restricciones impuestas para hacer frente al COVID-19. Por ejemplo, Artículo 19 mencionó que ya existía demora en los procesos de procuración de justicia y que la pandemia “… ha sido el pretexto para condicionar el acceso a la justicia y a la reparación” (2020, p. 6).

			El CDH Vitoria tuvo una experiencia similar, ya que para ellos la pandemia visibilizó no sólo un sistema de salud obsoleto sino todo un sistema institucional fallido tanto en la cdmx como en todo México (2020). Esta osc también mencionó que cuando empezó la pandemia, la comunicación que tenían con instituciones gubernamentales se detuvo porque se dio prioridad a la atención y prevención del COVID. Por tal razón, en los meses más recientes han buscado e implementado nuevas estrategias para restablecer el diálogo osc-gobierno.

			Asimismo, Fundación Arcoíris (2020) resaltó que el problema de la comunicación con las autoridades comenzó en el momento en que se retiraron recursos para organizaciones civiles y desde que el gobierno comenzó a construir una narrativa de rechazo y criminalización del trabajo de las osc. Esta acción implicó mayores obstáculos para el diálogo y para las mesas de trabajo que se tradujeron en una tensión constante. La Fundación Arcoíris percibió que los diálogos se realizan únicamente para cumplir un requisito, ya que escuchan a las organizaciones, pero no dan seguimiento a los acuerdos, lo cual tampoco se traduce en leyes o políticas eficaces.

			Lo anterior se relaciona de manera directa con la apertura del espacio público, uno de los pilares de una sociedad democrática y de una ciudad de derechos. Por ello, un espacio cívico en el que no exista participación de la sociedad civil es definitivamente una barrera para ejercer el derecho a la ciudad. La crisis sanitaria provocó un cierre de dicho espacio debido a la falta de diálogo y, como consecuencia, a la inacción por parte del gobierno de la cdmx respecto de las violaciones a derechos humanos.

			Por su parte, AHF, Equis y Sin trata mencionaron que desde hace años mantienen una relación bastante crítica y colaborativa con el gobierno. Por ejemplo, Sintrata conserva una buena relación con el gobierno gracias al constante intercambio de saberes, capacitaciones, foros e incluso campañas de prevención de trata de personas (2020). A pesar de ello, las osc reconocen que en esta crisis sanitaria diversas instituciones públicas se vieron saturadas, como los Ministerios Públicos y algunos Tribunales. Esta saturación tiene como causas el incremento de casos por atender, la falta de personal y las restricciones a la movilidad.

			Otro punto importante en esta relación es el financiamiento público hacia las osc. Si bien las osc entrevistadas no dependen de este tipo de financiamiento, sí expresaron su consternación frente a la extinción de los 109 fideicomisos3, entre ellos el Fondo de Protección a Periodistas y Defensores y el Fondo de Apoyo a Víctimas. Asimismo, afirmaron que es preocupante el desmantelamiento de instituciones como la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas. Estas instituciones y mecanismos son esenciales para la protección de grupos en condición de vulnerabilidad: las personas defensoras de derechos humanos, periodistas, víctimas de trata, víctimas de violencia de género, etc.

			En este mismo sentido, la organización Equis: Justicia para las Mujeres mencionó que los recortes también afectaron a programas orientados a erradicar la brecha de desigualdad, como es el caso de los refugios, albergues y casas de atención a mujeres indígenas y afromexicanas (2020, p. 7). Incluso, comentaron que los recortes tienen impactos negativos en algunas de las organizaciones con las que colaboran, lo que ha ocasionado el cierre de algunas de ellas. Por consiguiente, se ha dado paulatina desarticulación de las redes de sociedad civil defensoras de derechos humanos durante la pandemia.

			Aunque el financiamiento por parte de donatarias internacionales y/o del sector privado puede implicar una mayor autonomía, los gobiernos, de acuerdo con la Ley Federal de Fomento a las Actividades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil, y otras normas aplicables (2004), deben otorgar apoyos y estímulos a la labor de las osc por medio de la administración pública. Sin embargo, el 14 de febrero de 2019 se emitió la circular donde el Ejecutivo tomó la decisión de no transferir recursos del presupuesto a ninguna organización social (López Obrador, 2019). En esta crisis sanitaria todos los esfuerzos y los recursos del presente año se han orientado a la lucha contra la pandemia por COVID-19. Esto implica graves consecuencias para las osc y su trabajo de defensoría ya que sus ingresos no están asegurados y los donativos para los proyectos del siguiente están sujetos a diferentes condicionantes.

			Asimismo, las osc compartieron que existe un ambiente de incertidumbre por la situación a la que se enfrentarán durante los años 2021 y 2022. En primer lugar, porque no existe seguridad acerca de cuándo terminará la pandemia. En segundo lugar, porque el gobierno continúa promoviendo un discurso estigmatizante hacia las osc, lo que cierra espacios de interlocución y cooperación entre ambas partes. Y en tercer lugar, por los problemas económicos que complican el acceso a fondos públicos y privados.

			Defender y promover los derechos humanos en la Ciudad de México, ciudad de derechos

			Con la crisis por COVID-19 aumentaron las restricciones a derechos humanos y se exacerbaron las condiciones de vulnerabilidad, hechos que perjudican el pleno goce del derecho a la ciudad. La crisis sanitaria en el país ha traído impactos sociales, económicos y sobre todo sanitarios en la vida de las personas. A raíz de ello se priorizaron las acciones en materia de salud y relegaron otros asuntos importantes en materia de protección a derechos humanos, omitiendo los principios de interdependencia, integralidad, indivisibilidad y progresividad:

			Todos los países tienen obligaciones que cumplir durante una emergencia y sus acciones deben estar orientadas a garantizar el disfrute de los derechos humanos sin discriminación alguna. Una situación de emergencia no debilita la protección que el derecho internacional depara a las personas; por ello, organismos de derechos humanos han reaccionado a la pandemia recordando a los Estados que deben velar por la atención de los grupos de personas afectados desproporcionadamente por estar en una situación de vulnerabilidad (Corte IDH, 2020). (oxfam México, 2020).

			Las osc mencionaron que a pesar de que muchas de las organizaciones están teniendo afectaciones debido a la crisis sanitaria, la defensa de los derechos humanos no se detiene, al contrario, se vuelve un asunto que merece atención inmediata. Por tanto, es indispensable retomar el principio de interdependencia como eje rector para comprender que además de la prevención del COVID-19 en el país, es urgente la búsqueda de mecanismos y formas de atención integral para las personas más vulnerables a violaciones de derechos humanos.

			Asimismo, de acuerdo con los resultados obtenidos en esta investigación es claro que existen serios vacíos normativos, así como grandes obstáculos en la aplicación de leyes ya existentes. Por consiguiente, la universalidad —que es uno de los principios rectores de los derechos humanos— se encuentra lejos de ser una realidad en el país y en la Ciudad de México. Hoy en día, aunque el discurso parece ser universal, lo cierto es que la aplicación del sistema de derechos sigue siendo sumamente excluyente. Los derechos humanos y el derecho a la ciudad no deben ser vistos como un privilegio para ciertas personas.

			Es decir, como los derechos humanos no son protegidos ni garantizados en la Ciudad de México de forma adecuada e integral, no es posible hablar aún de una ciudad de derechos. La normatividad debe ser vista como una herramienta que permita seguir en la lucha y la defensa de los derechos humanos, donde se reconozcan que las violaciones sistemáticas de derechos en la ciudad tienen raíces estructurales que precisan de respuestas eficaces y la participación de múltiples actores para su defensa. En este sentido, Markus Gottsbacher y Jaime Erazo argumentan que “[…] el derecho a la ciudad tiene que ver con la construcción desde abajo de todos los derechos sociales, incluidos el de la ciudad y el de los bienes comunes” (2016, p. 11).

			En este sentido, frente al cuestionamiento de si el gobierno de la cdmx protege, promueve y garantiza los derechos de todas las personas, el principal tema que resaltaron tres organizaciones (Artículo 19, Fundación Arcoíris y Equis Justicia) fue el aumento de la represión y criminalización de las protestas feministas por parte del gobierno de la cdmx, prácticadas por parte de un gobierno considerado progresista y de izquierda (Fundación Arcoíris, 2020, p. 3). Por su parte, el CDH Vitoria insistió de que a pesar de los amplios esfuerzos de mostrar a la ciudad como progresista y de derechos, la jefa de gobierno de la cdmx se queda en la narrativa sin acciones concretas (2020).

			Sin embargo, todas las organizaciones entrevistadas señalaron que la labor de defensa de derechos humanos desde la Ciudad de México tiene algunas ventajas, porque es la capital política y económica de México, aunado a que cuenta con las principales instituciones gubernamentales. En palabras de Artículo 19 y Fundación Arcoíris, la cdmx es un lugar privilegiado respecto a otras regiones para el trabajo de defensoría. De igual forma, apuntaron que existe un amplio marco normativo que hace posible el reconocimiento de una serie de derechos. Como ejemplo, Sintrata (2020) mencionó la Ley General para prevenir, sancionar, y erradicar los delitos en materia de trata de personas y Equis: Justicia para las Mujeres reconoció la importancia de la nueva Constitución de la Ciudad de México como muestra del amplio reconocimiento de los derechos humanos en la ciudad (2020).

			Como un ejemplo de las distinciones respecto al trabajo en un lugar privilegiado como es la cdmx y fuera de ella está la experiencia de AHF (2020) quien mencionó que no es lo mismo tener VIH en la Ciudad de México que tener vih en Tijuana o en la costa de Oaxaca; esto debido a que la ciudad cuenta con una amplia infraestructura para la atención a personas con vih. En esta misma línea, CAFEMIN (2020) consideró que existen puntos a favor en cuanto a la agenda de derechos en la ciudad, ya que las personas pueden transitar libremente por la ciudad sin temor a ser revisadas o detenidas por su condición migratoria.

			Para las organizaciones, ejercer su labor en la Ciudad de México también significa descentralizar la lucha por la defensa de los derechos humanos. Este es el caso del CDH Vitoria (2020), quienes argumentaron que su presencia en la ciudad es una ventaja para vincularse eficazmente con las instituciones de gobierno, pero también para acompañar a quienes han sufrido violaciones a derechos humanos en otros estados. Esto es muy importante porque a pesar de que las osc entrevistadas tienen su sede o llevan a cabo sus labores en la cdmx, buscan llevar su labor de defensoría más allá de los límites metropolitanos.

			No obstante, las organizaciones entrevistadas coincidieron en que existen alternativas con miras a lograr cambios transformadores en la cdmx a corto y largo plazo. De esta manera, creemos que el papel que tienen y tendrán las organizaciones de la sociedad civil será un factor decisivo para la defensoría de derechos dentro y fuera de la Ciudad de México. A continuación, presentamos las principales recomendaciones y propuestas por parte de las osc para el pleno ejercicio del derecho a la ciudad:

			
					Artículo 19 propone la creación de instituciones fuertes en materia de procuración de justicia;

					AHF se enfoca en la no criminalización de sectores vulnerables y la eliminación del estigma;

					CAFEMIN recomienda ampliar el trabajo colectivo y no seccionado. Es decir, que el trabajo tenga una perspectiva interseccional que ofrezca soluciones integrales;

					El CDH Vitoria menciona que lo importante es atender los problemas estructurales. Es decir, ir más allá de la voluntad política y materializar los esfuerzos, lo que implica más presupuesto y un buen uso de ese presupuesto. Esto también de la mano de un trabajo interinstitucional;

					Equis: Justicia para las Mujeres recomienda la apertura del espacio cívico donde se mantengan espacios de diálogo e interlocución, como uno de los medios más eficaces para la construcción de una ciudad de derechos;

					Para Fundación Arcoíris es indispensable la eliminación de los discursos de criminalización y estigmatización de las OSC y las personas defensoras de derechos humanos es esencial. Esto implica también reconocer a la diversidad como una forma de enriquecimiento, lo que permite incorporar la mirada interseccional en las acciones;

					Finalmente, Sintrata propone que se lleven a cabo capacitaciones a los funcionarios en perspectiva de derechos humanos. Para ello, también enfatiza en la difusión de información y el acercamiento de los temas de derechos humanos a la comunidad.

			

			La crisis sanitaria originada por el COVID-19 aumentó el número de retos en torno a la defensa de derechos humanos, así como para el ejercicio del derecho a la ciudad. La pandemia también profundizó los problemas estructurales ya existentes en el país como la violencia de género, la crisis económica, la crisis de salud pública, etc. Por tales razones, el reconocimiento de derechos humanos en diversos instrumentos jurídicos no es suficiente para garantizar vidas dignas para quienes transitan y/o habitan la Ciudad de México. Por lo tanto, es necesario visibilizar a las osc como agentes esenciales en la creación de espacios seguros para todas las personas.

			Consideraciones finales

			El principal objetivo de este estudio fue analizar los impactos de la pandemia por el COVID-19 en la labor de las osc en materia de defensa derechos humanos en la cdmx, labor esencial para el ejercicio del derecho a la ciudad. Por lo tanto, realizamos un breve recorrido por los antecedentes de las narrativas que posicionan a la Ciudad de México como una ciudad de derechos, para después explicar la importancia del derecho a la ciudad como marco normativo para la garantía y el cumplimiento de los derechos humanos de todas las personas que habitan y/o transitan por la ciudad. Posteriormente, expusimos los resultados de las entrevistas realizadas a través de tres ejes de análisis: 1) Impactos de la pandemia en la operación de las osc en materia de derechos humanos; 2) Los retos en la relación entre las osc y las instancias gubernamentales durante la pandemia y; 3) Defender y promover los derechos humanos en la Ciudad de México, ciudad de derechos.

			Entre los hallazgos más importantes encontramos que hay un aumento de violaciones a derechos humanos desde que inició la pandemia el año pasado. Es importante mencionar que la crisis sanitaria no es la causa principal de la crisis de derechos humanos, sino que sólo la exacerbó. A raíz de ello, las osc percibieron que muchos de los grupos vulnerables a los que se dirige su trabajo están siendo sujetos de múltiples violaciones a derechos humanos debido a las restricciones sanitarias y al cese de actividades gubernamentales en la materia.  Ejemplo de ello es el aumento de la violencia de género dentro de los hogares mexicanos como consecuencia de las restricciones a la movilidad en la ciudad.

			Asimismo, el discurso de estigmatización y criminalización al trabajo de las osc está presente desde que Andrés Manuel López Obrador inició su campaña y desde que asumió la presidencia (como ejemplo está la propuesta de someter a votación el aborto). Este distanciamiento del gobierno con la sociedad civil se agudizó con la crisis sanitaria, ya que como señalan las osc los espacios de diálogo e interlocución entre ambos son escasos. Además, en los casos en los que existe el diálogo no se da un seguimiento a las demandas de las osc por lo que no se concreta ninguna solución. Aunado a esto, debido a los recortes a financiamiento existe un retroceso en materia de garantía de derechos humanos a diversa población en condición de vulnerabilidad.

			Como resultado de estas condiciones, todas las osc entrevistadas detuvieron programas o proyectos pero implementaron nuevas estrategias para continuar con la labor de defensa de derechos humanos. Algunas de esas estrategias fueron: la atención por medio de plataformas digitales, la atención por medio de citas y la implementación de nuevos proyectos con un enfoque de COVID-19. Asimismo, a pesar de los retos que las osc enfrentan para llevar a cabo su trabajo en las cdmx, consideran que la capital sigue siendo un lugar privilegiado para la defensa de derechos humanos a comparación de otros estados de la república como consecuencia de la centralización de instituciones.

			La investigación deja en claro que existe un panorama ciertamente negativo frente a que la Ciudad de México sea considerada actualmente como una ciudad de derechos y como un referente dentro de la comunidad internacional. Es entendible que el gobierno centre sus esfuerzos en combatir al COVID-19, cuyos efectos han sido devastadores en materia de salud. No obstante, lo que ocurrió es que puso en segundo plano la protección a los derechos humanos de las comunidades más vulnerables lo que exacerbó la intensa crisis de derechos ya existente en México. Esta situación omite el principio de interdependencia de los derechos humanos lo que ocasiona también que no se respete el derecho a la ciudad.

			Por lo tanto, la agenda y el plan enfocado a la lucha contra el COVID-19 tienen que ir a la par de un plan efectivo para la protección de los derechos humanos de todos los habitantes de la Ciudad de México. Esto sólo será posible si se reconocen y se visibilizan los vacíos jurídicos que existen, la falta de presupuesto y las políticas públicas con falta de planeación. Es necesario que el Estado mexicano colabore de la mano con otros actores como las comunidades epistémicas4, cuyo rol es determinante gracias a su gran expertise en la materia de derechos humanos. Sólo de esta manera podrán aplicarse leyes y políticas públicas que tengan como finalidad la transformación de la Ciudad de México en una ciudad sin desigualdad y sin discriminación.

			Las osc tienen una amplia y valiosa experiencia en la labor de documentación, investigación, asesoramiento y acompañamiento a víctimas, instancias gubernamentales y al sector privado. Por lo que es esencial añadir estos saberes como un pilar para la construcción de la Ciudad de México como una ciudad de derechos, donde quienes habiten y transiten gocen del pleno derecho a la ciudad y de todos los derechos humanos. Además, de esta manera los derechos no se quedarían en el discurso, sino que el enfoque de derechos humanos sería un pilar en cada uno de los marcos legislativos y de las acciones en materia de política pública, y en general del actuar de todos los funcionarios gubernamentales.

			La pandemia ha representado grandes retos tanto para el Estado como para las osc y en general para todas las personas. Por ello, la creación de mecanismos de participación, diálogo e interlocución, donde las propuestas de diversos actores sean escuchadas y tomadas en cuenta, podría contribuir a que el respeto y garantía del derecho a la ciudad sea una realidad para todos, todas y todes.
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					1 De acuerdo, con Alberto J. Olvera, las organizaciones civiles “[...] son asociaciones voluntarias de ciudadanos cuyo fin es actuar en el espacio público para contribuir a la resolución de problemas de la sociedad y llenar los vacíos de atención a las necesidades de la población creados por el déficit de la acción del Estado y las consecuencias negativas del mercado.” (2015, p.34). Además, el autor clasifica a este tipo de organización en: a) Asociaciones y movimientos sociales para la defensa de los derechos ciudadanos; b) Organizaciones de promoción, desarrollo y servicios a la comunidad; c) Asociaciones de asistencia privada (Olvera, 2015). En el caso de nuestro análisis, únicamente nos enfocamos en el primer tipo, especialmente en las organizaciones defensoras de derechos humanos.

				

				
					2 De acuerdo con los servicios de emergencia 911 y el Consejo Ciudadano para la Seguridad y Justicia de México muestran que la mayoría de las solicitudes de apoyo son de mujeres y se calcula que 66 por ciento surgen por presuntos casos de violencia física y 22 por ciento, psicoemocional (Martínez, 2020). 

				

				
					3 El 21 de octubre del 2020, el Senado de la República aprobó la supresión de 109 fideicomisos. Una medida impulsada por el presidente Andrés Manuel López Obrador. Esa medida implica acabar con los fondos de apoyo a temas tan diversos y críticos como la defensa de los derechos humanos, el acompañamiento a víctimas o la financiación de proyectos científicos y culturales, pese a que López Obrador insistió que ahora los repartirá de manera directa y evitará la corrupción (Forbes, 2020).

				

				
					4 Entendidas como redes de profesionales con competencias y un expertise reconocido en un tema (Haas, 1992, p. 3), como lo pueden ser las Organizaciones de la Sociedad Civil, redes de personas defensoras de derechos humanos, grupos de académicos, etc.

				

			

		

	
		
			Vulnerabilidad: las distintas formas de vivir la pandemia en la Ciudad de México

			Sofía Teresa Díaz Torres

			Resumen

			La vulnerabilidad como un principio bioético, dinámico y mensurable, se refiere a la susceptibilidad de ser herido y, aunque es inherente a todos los seres vivos, no es equiparable entre un individuo y otro. El presente ensayo surge con el objetivo de analizar teóricamente la vulnerabilidad y los factores que, en el contexto de la pandemia por COVID-19, en Ciudad de México, la determinan. Asimismo, se propone la interculturalidad y la participación de la ciudadanía como eje central, para la toma de decisiones a nivel individual, que procure la protección de los derechos humanos de todos los grupos a través del respeto, tolerancia, empatía, y solidaridad para disminuir el margen de vulnerabilidad.

			Introducción

			La Vulnerabilidad como un principio bioético, dinámico y mensurable, se refiere a la susceptibilidad a ser herido y es inherente a todos los seres vivos. Los avances tecnológicos, el desarrollo científico y, ahora, la pandemia por COVID-19 han causado un agravamiento de las disparidades socioeconómicas y sanitarias. Conforme estas disparidades crecen, la vulnerabilidad aumenta su magnitud.

			Precisamente, la pandemia por COVID-19 lo evidencia, pues ha vulnerado a quien antes no lo era o ha hecho más vulnerable a quien ya lo era. El 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud determinó que la COVID-19, enfermedad causada por el virus SARS-CoV 2, se había convertido en una pandemia que, además de representar una crisis de salud pública, afectaría a todos los sectores económicos y sociales (oms, 2020), debido a que, a diferencia de otras como la de vih/Sida o la de desnutrición, afecta a todos los grupos sociales, étnicos, etarios y humanos.

			Al considerar el estado de crisis internacional, la vulnerabilidad irrefutablemente presente en sociedades multiculturales como la Ciudad de México y los cambios que la pandemia de COVID-19 han hecho en la dinámica social y, por tanto, la dinámica de la vulnerabilidad, surge el presente ensayo.

			El objetivo es analizar teóricamente la vulnerabilidad y los factores que la determinan en el contexto de la pandemia de COVID-19 en la Ciudad de México, y proponer, en este escenario, la interculturalidad y la participación de la ciudadanía como dos aspiraciones que alcanzar porque favorecen la protección de los derechos humanos y disminuyen la brecha de inequidad y los factores sociales que determinan la vulnerabilidad y la pérdida de la salud. A través del respeto, tolerancia, empatía, alteridad, solidaridad y participación ciudadana.

			El ensayo se divide en tres secciones, en la primera sección, se realiza una revisión del concepto de vulnerabilidad y su presencia en sociedades multiculturales como la Ciudad de México. En la segunda, se exponen las características de vulnerabilidad de los habitantes de la Ciudad de México durante la pandemia de COVID-19. Finalmente, la tercera se dedica a la interculturalidad y a la ciudadanía como dimensiones que interactúan para la protección de los derechos humanos de todos los grupos sociales.

			Por una cuestión metodológica, se ha dirigido el ensayo al inicio del año 2021, en que la pandemia de COVID-19 mantiene a la Ciudad de México en semáforo rojo con una ocupación hospitalaria de 84%, con 28  109 casos confirmados activos estimados, con 21 449 defunciones y con una tasa de incidencia de 3 607.69 (Gobierno de la Ciudad de México, 2021).

			Metodología

			La originalidad del ensayo radica en la propuesta de índices de vulnerabilidad desde la bioético y la adición de la interculturalidad como mecanismo para garantizar los derechos humanos a través del ejercicio de la ciudadanía. Dado que se trata de una aproximación de carácter teórico al vínculo entre vulnerabilidad y la pandemia de COVID-19 en cdmx, a partir de un análisis cualitativo y de un método hermenéutico, se ha empleado la técnica de revisión bibliográfica y búsqueda sistemática de literatura. Los textos se obtuvieron mediante búsquedas en la Biblioteca digital de la unam y conricyt y a partir de los conceptos “vulnerabilidad”, “interculturalidad”, “COVID-19”, “pandemia”, “ciudadanía”, “Ciudad de México” y “bioética”, así como sus respectivas versiones en inglés, en distintas combinaciones. Se utilizaron los siguientes criterios de inclusión: a) publicaciones académicas, b) idioma: inglés, portugués o español, c) publicados entre 2015 y 2020. Conforme se avanzaba en la búsqueda, se eliminaban los artículos repetidos y aquellos cuya temática no fuese concordante con la del presente ensayo.

			Vulnerabilidad en sociedades multiculturales

			La vulnerabilidad como un principio bioético, dinámico y mensurable, se refiere a la susceptibilidad de ser herido y aunque es inherente a todos los seres vivos, no es equiparable entre uno y otro. Además, aleja a los individuos de la salud, realización de su proyecto de vida y de su libertad. La vulnerabilidad condiciona y enclaustra.

			Se ha definido como principio bioético desde la Declaración de Barcelona (Unión Europea, 1998), junto con la integridad, dignidad y autonomía; surge en el campo de la experimentación humana. En esta declaración se describe a la vulnerabilidad como una categoría de poblaciones con dificultad para proteger sus propios intereses. Empero, es fundamental extraerla del campo de la experimentación humana y llevarla a todos los estudios de la bioética.

			Se determina dinámica dado que la vulnerabilidad puede ser temporal o permanente. Por ejemplo, el grupo etario es temporalmente dependiente, otorgándole a los niños una vulnerabilidad distinta a los adolescentes y a los ancianos. Además, los elementos que la determinan son aditivos, es decir, se considera cierto valor para el grupo etario y se suma lo correspondiente al género, grupo social, profesión, etcétera. En el cuadro 1 se muestra, de acuerdo con el informe del Comité Internacional de Bioética, las dos categorías fundamentales de la vulnerabilidad: especial y social (Unesco, 2013).

			Cuadro 1. Categoría de la vulnerabilidad

			[image: ]

			Elaboración propia con base en información de la Unesco, 2013.

			En su relación con la alteridad, la empatía y el reconocimiento del otro, la vulnerabilidad es fundamental en la bioética, pues a partir de reconocer la propia, es posible reconocer la del otro, para acercar extraños morales, conducir al diálogo pacífico y productivo que determinará la toma de decisiones en favor de los derechos humanos y el cuidado de las individualidades.

			Desde el paradigma de la interseccionalidad, la vulnerabilidad es de diversas magnitudes y los grupos vulnerables son dinámicos. Sin embargo, el concepto tiene la desventaja de que al ser mal interpretado puede generar estereotipos y prejuicios conduciendo a lo que procura erradicar, ser motivo de discriminación entre individuos y grupos sociales.

			Por otro lado, la vulnerabilidad social, desde la bioética, hace referencia a la condición de exclusión, desamparo, abandono o violación de los derechos de un grupo de individuos en una sociedad (da Silva et al., 2020). Esta vulnerabilidad es inherente a un grupo que habita en una sociedad multicultural, no a un individuo. Aunque existe una asociación entre multiculturalidad y minoría étnicas, la cultura está conformada por más factores que la etnia a la que se pertenece. Por ello, la multiculturalidad hace referencia a las sociedades conformadas por grupos culturales dinámicos y a los que un individuo pertenece desde su género, orientación sexual, edad, raza, religión y hasta profesión.

			Es remarcable que dentro de todos los grupos existen ejercicios de poder que mellan los derechos humanos, donde algunos individuos son más vulnerables que otros. Por lo que entender toda la vulnerabilidad únicamente por su aspecto social es insuficiente, ya que tiene un componente individual.

			“Definitivamente todos tenemos el mismo derecho a satisfacer nuestras necesidades básicas relacionadas con nuestra salud y bienestar, pero ciertamente no todos somos igual y permanentemente capaces de satisfacer todas esas necesidades básicas nuestras” (Unesco, 2013), como se estipula en el artículo octavo de la Declaración de Bioética y Derechos Humanos, que es más imperioso en sociedades multiculturales.

			Vulnerabilidad en la CDMX durante la pandemia de COVID-19

			La Ciudad de México, capital del país, cuenta con casi 9 millones de habitantes (Inegi, 2021), 9 millones de contextos y de particularidades, que la configuran como una sociedad multicultural por la presencia de grupos culturales que “coexisten con sectores dominantes de las sociedades de las que forman parte en condiciones de subalternidad y subordinación” (Maldonado, 2010, p. 7) donde la vulnerabilidad, en su carácter dinámico y mensurable ha cambiado sus características durante la pandemia.

			El Instituto de Geografía de la unam elaboró un índice de vulnerabilidad para contagiarse de SARS-CoV-2 en México a escala municipal, con el objetivo de identificar la distribución espacial de los factores que determinan esta vulnerabilidad. El índice se integra por tres dimensiones: demográfica, salud y socioeconómica (véase cuadro 2); y los resultados están clasificados en cuatro grados: Medio, Alto, Muy Alto y Crítico (Suárez et al., 2013).

			Cuadro 2. Variables consideradas en el índice de vulnerabilidad ante el SARS-CoV-2
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			Fuente: adaptado de Suárez Lastra, M., González, C. M. V., Pérez, M. C. G., Guzmán, L. E. S., Ruiz-Rivera, N., Alcántara-Ayala, I., 
y Gutiérrez, M. D. C. J. (2013). Índice de vulnerabilidad ante el COVID-19 en México.

			A partir del índice se determinó que, en la Ciudad de México, “existen grados altos de vulnerabilidad demográfica, muy altos grados de vulnerabilidad en la dimensión de salud y grados críticos en términos socioeconómicos” (Dirección General de Comunicación Social, 2021, s/p) para contagiarse de SARS-CoV-2.

			Los resultados traducen la realidad de los municipios y permiten orientar la mirada hacia aquellos que tienen altos y muy altos grados de vulnerabilidad para priorizar su atención. Este índice de vulnerabilidad y otras herramientas estadísticas son de utilidad para guiar la toma de decisiones gubernamentales fundamentadas en lo cuantitativo. Así, los funcionarios como sujetos políticos están en condiciones de asignar los recursos basándose en  principios de justicia distributiva y retributiva.

			Sin embargo, al no estar ponderadas las variables, se le otorga el mismo valor a las variables sociales, demográficas y socioeconómicas, como si el grado de urbanización en que habita una persona tuviese tanta asociación con la vulnerabilidad como las comorbilidades. Y por la misma razón, no otorga las tan necesarias soluciones a las condiciones que determinan la vulnerabilidad. Por ello, son necesarios otros abordajes metodológicos y otras herramientas, cualitativas, cuantitativas y mixtas para determinar los riesgos relativos, los niveles de asociación de una variable u otra con el desenlace, y las realidades individuales para determinar cuáles son las estrategias adecuadas para responder al contexto actual.

			Considerando que la pandemia de COVID-19 no tiene sólo efectos en la salud pública y que no es únicamente el riesgo de infectarse de SARS-CoV-2 o de morirse por COVID-19, se propone el desarrollo de otros índices de vulnerabilidad en el contexto de la pandemia por COVID-19.

			En la figura 1, se mencionan algunas propuestas para otros índices como el de Complicaciones económicas por la pandemia que incluye a todas aquellas personas que trabajan en los servicios como hoteles, restaurantes o gimnasios y que han disminuido actividades y por lo tanto, ganancias monetarias; o el de brecha digital, que reconoce que los accesos a los servicios de telecomunicaciones son desiguales en todos los municipios de la República mexicana, dejando a ciertos trabajadores y/o alumnos sin posibilidades de desempeñarse desde casa. Asimismo, ha aumentado la violencia intrafamiliar y de género en los hogares, pues las personas viven un confinamiento con quien los violenta, situaciones que se deben priorizar y atender.

			Figura 1. Propuesta de otros índices de vulnerabilidad en el contexto de la pandemia por COVID-19. 
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			Fuente: Elaboración propia.

			Por otro lado, a partir del hecho que la COVID-19 no afecta a grupos sociales sino a individuos que pertenecen a varios grupos culturales, se propone que estos índices tengan carácter grupal como el realizado por el Instituto de Geografía, y también individual, para que las decisiones tomadas tengan un alcance más efectivo al responder a las realidades individuales.

			¿Un índice social de vulnerabilidad puede determinar cómo vivirá un individuo, la pandemia? Tal vez no, pero puede guiar la toma de decisiones gubernamentales para mitigar los efectos asociados a los factores de vulnerabilidad y la protección de los derechos humanos de todos los grupos sociales.

			Interculturalidad y ciudadanía para disminuir la vulnerabilidad

			La interculturalidad es una aspiración, más que una descripción, representa aquello que se debe ser, y supone que “entre los grupos culturales distintos existen relaciones basadas en el respeto y desde planos de igualdad” (Schmelkes, 2006). En la sociedad intercultural se generan espacios de debate, cuestionamiento y reflexión para garantizar los derechos humanos para todos; es aquí donde, al asignar un rol protagónico a la sociedad civil, será posible devenir de sociedad multicultural a sociedad intercultural.

			La construcción de la interculturalidad requiere ciudadanos que más allá de ser “el que pertenece a una nación”, sean aquellos que, en su pertenencia, asuman derechos, obligaciones y valores que promuevan respeto, tolerancia, empatía, solidaridad y la protección de los derechos humanos de todos los grupos sociales. Requiere, asimismo, empoderamiento de los individuos que en la asunción de su ciudadanía reconozcan la fuerza de las decisiones cotidianas que toman, pues tienen eco en los otros ciudadanos y generan cambios que modifican al mundo.

			Y de este modo, la sociedad a la que se aspira se fundamenta en la empatía y la alteridad donde el reconocimiento de la otredad y la heterogeneidad permita el de uno mismo. Es aquí donde se entrelaza la ciudadanía con la procuración de los derechos humanos. Al reconocer al otro, se identifican los privilegios y desventajas de cada uno, ello, en la ciudadanía conduce a la reflexión y a la distribución equitativa de los recursos para la mitigación de los factores que condicionan a la vulnerabilidad.

			Por ello, se propone la interculturalidad como la solución más profunda a la inequidad social, mientras que la identificación de la vulnerabilidad sería la solución primera. Pues, al establecer sociedades interculturales se podrán solucionar tanto la pandemia por COVID-19 como ulteriores problemáticas globales desde el cuidado de la otredad y la búsqueda de la equidad. Mientras que, al estar establecido un contexto problemático, lo primero a realizar sería identificar la vulnerabilidad para mitigar los efectos asociados a ella y la protección de los derechos humanos de todos los grupos sociales.

			Reflexiones finales

			Comprender que la salud es más que el funcionamiento óptimo de los órganos y sistemas y que depende de factores sociales (como la alimentación, las condiciones de trabajo, el entorno epidemiológico, etcétera) permite identificar cómo las condiciones sociales condicionan las distintas formas de vivir la pandemia por la COVID- 19. 

			La salud no es consecuencia del azar, sino que es resultado de complejos factores sociales y económicos de un sistema económico globalizado, en el que el uso y abuso de diversas tecnologías, junto con la mala distribución de las riquezas y la creciente pobreza mundial contribuyen a generar esta desigualdad social en la salud, y esto sí que es materia de justicia, lo que lo convierte en un problema bioético de primera importancia y urgencia. (Villela, 2013)

			De esta forma es que en la construcción de la sociedad intercultural confluyen las esferas de la educación para la promoción de valores bioéticos, de la creación de políticas públicas que aprovechen todas las herramientas posibles para la asignación de recursos, considerando principios bioéticos y valores, así como la reflexión teórica para el debate y la formulación de nuevas ideas, tanto en urbes cosmopolitas, como la Ciudad de México, como en pequeñas comunidades donde confluyen una gran diversidad de grupos culturales. Pues, la desigualdad, como menciona Paul Ricoeur (2008) ,“es ciertamente menos un don de la naturaleza que un efecto perverso de la cultura” (citado por Sánchez, 2018, p. 74).
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